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Sumilla: "(...) si bien los alcances del Decreto
Supremo N° 056.2017.EF modificaron el
texto del artículo 220 del Reglamento,
generando que se ampliaran los criterios
para realizar el análisis de individualización
de responsabilidades, ello no significa que,
necesariamente, dicha individualización
deba ser realizada, pues es facultad del
Tribunal evaluar dicha circunstancia al
momento de resolver sus procedimientos,

-::,así como analizar cOnjuntamente los hechos
0'0 y documentos que'.se.'.aporten para tal
efecto." 1:.:

l.

1. ediante Resolución NO 353-2017-TCE-S2del 21 de marzo de 2017, la Segunda
sala del Tribunal de Contrataciones del Estado, en adelante el Tribunal, dispuso
sancionar al CONSORCIOSANTA CLARA SUR, conformado por las empresas
ALDESA CONSTRucaONES S.A. SUCURSAL EN PERU y MANT. CONST. y
PROYECTOSGRALES S.A.C., en adelante el Consorcio, con inhabilitación
temporal por el periodo de treinta y seis (36) meses, en sus derechos de
participar en procedimientos de selección y contratar con el Estado,
presunta responsabilidadal haber presentado información falsa o adulter a como
parte de su oferta en el marco de la Licitación Pública NO 0050-20 -SEDAPAL
(primera convocatoria) para la contratación de la ejecución de la obr ,''Ampli . 'n
y mejoramiento del sistema de agua potable y alcantanllado de quem
Prolongación Nicolás de Piérola - Santa Clara Sur y Anexos. Distrito de te
Vitarte~;en adelante el p ocedimiento de selección, infracción tipificad en el
literal i) del numeral 5 del articulo 50 de la Ley de Contrataciones del stado,
aprobada por la Ley 225, en adelante la Ley,
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2. Los principales fundamentos de dicho acto administrativo fueron:

i) En principio, se atribuyó responsabilidada los integrantes del Consorcio por
haber presentadoel siguiente documento supuestamente falso o adulterado:

• certificado de Trabajo de fecha 17 de abril de 2010, expedido por el
representante legal del Consorcio Sechura, señor Jesús Tulio Barreta
Daga, a favor del señor Víctor RodríguezVargas.1

ii) Sobre el particular, según se aprecia de los antecedentes administrativos, el
procedimiento sancionador se inició como consecuencia de la denuncia
interpuesta por el señor JoséAndrésArellan López,quien denunció, ante este
'bunal, que los integrantes del Consorcio habrían presentado como parte

d su oferta, documentación falsa o adulterada consistente en el certificado
de trabajo en cuestión.

Al especto, se verificó que el 2 de junio de 2016, se presentó ante la Entidad,
n re otros documentos, el certificado de Trabajo de fecha 17 de abril de
2 O, supuestamente expedido por el representante legal del Consorcio
S hura, señor Jesús Tulio Barreta Daga, a favor del señor Víctor Rodríguez

rgas, documento supuestamentefalso o adulterado.

iv) En ese entendido, se tiene que la Entidad, en ejercicio de su potestad de
fiscalización posterior, requirió mediante Carta N° 220-2016-ELCl,información
al ingeniero Víctor Rodríguez Vargas, a fin que se pronuncie sobre la
autenticidad y exactitud del certificado de trabajo de fecha 17 de abril de
2010.

v) En respuesta, mediante Carta NO 00l-2016jVRV3, el ingeniero Víctor
RodríguezVargasmanifestó lo siguiente:

iente administrativo.
iente administrativo.

I expediente administrativo.

En reladón a Queel Certificadode Trabajo de fecha 17de abril del 10,
expedido por el Representante Legal del Consordo 5echura señor.'Jesús

(...)
En reladón a la afirmación de Que hubiera prestado ~'iciOS como
especialista de determinado proyecto, según informadón que sido
presentada en la Licitadón Pública N° 50-2015/SEDAPA, tengo, ue
manifestarle Que h re ta(/, rvidos en el 'rrollo rf,
citada obra en menciÓn.

l Documento obrante en el folio 545 del ex
2 Documento obrante en el folio 36 del x
3 Documento obrante en los folios 40 1
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Tulio Barreta Daga (...) no me corresoonde por no constar dentro de
mi experiencia erofesional.

En re/ación al Documento Nadonal de Identidad DN[ 06933968 adjuntada
en fotocopia Simple, tengo que afirmar que no me corresoonde por causa
v razón objetiva que la adft¡ntada es de apredar obieQva y ocularmente
que aoarece desadualizada desde el 2013 v al reverso sólo aoarece
registrado un sticker de una votación.

Es ,de mencionar a Usted. que el recurrente lnq. Víctor Rodríguez
Vamas. no hit prestado servicios como esoecialísta de
determinado proyector en la 'información presentada en la
Licitación Pública N° SO-2015/SEDAPAL. menos me encuentro

u aaía una l
11 fe "daobra u s a n Liataa6n ti... r el cual no e té

" "Si. io al lu - .Organlsmo
'Süpervisorde las
Contrataciones

.éom puede verse¡ el propiO profesional preSentadeP("Jrf.sta1J~Ófertadel
Con orcio, ingeniero Víctor RodríguezVargas negó de forma contundente no
ca ar con. la experiencia' profesional contenida en el certificado de trabajo
c stionado, manifestando inclusive, de _forma j" expresa, que no tuvo

rticipación en la obra aludida en el mencionadocertificado. -

De otro lado, la Entidad, mediante Carta N° 218~2016~ELc", solicitó al
Consorcio Sechura (supuesto emisor del documento cuestionado), confirmar
la veracidad y exactitud del Certificado de Trabajo de fecha 17 de abril de
2010, el cual habríasido suscrito por su representante legal.

vii) En respuesta a la Entidad, el ConsorcioSechuraa través del señor JesúsTulio
Barreto Daga, en su calidad de representante común del Consorcio,manifestó
a través de la Carta C5-004-20165, que el certificado de trabajo~ue tiOñado
no había sido expedido por su representada y que la firma que braba en
aquel documento no le correspondía,conforme se aprecia a con~nuaci~

"(. .. .) ea iltendÓn a vuestra carta N° 218-2016-££C. de fecha k~
adiunto a la cual nos hacen llegar el Certificada de Trabajo del [nq. Vidor
R 'TÍ Va~a 011i ''11 ~ r 1. u '11"ida i
exactitud del documento.

4 Documento obrante en el folio 38 d
5 Documento obrante en el folio 42

expediente administrativo.
expediente administrativo.
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Al respecto, debemos indicar que el referido Certificado de Trabajo
no fue expedido por el Consorcio que reoresento. r tampoco ha
sido firmado por el suscrito.

l....)"

(El resaltado y subrayado son agregados)

viii) Es así que, al contarse en autos con la declaración del presunto beneficiario
del certificado cuestionado, quien negó su participación en el proceso de
selección por las consideraciones expresadas en su contenido, y con la
declaración del señor Jesús Tulio Barreta Daga, quien además figuraba en el
documento cuestionado como el supuesto suscriptor del mismo, donde señaló

forma expresa y categórica que el certificado de trabajo de fecha 17 de
ab Ude 2010 no había sido emitido por el Consorcio que representaba, y que
ad ás, la firma que obraba en el citado documento no le pertenecía, este
Col iada, de la valoración conjunta de los elementos probatorios
men ionados, se formó convicción sobre la falsedad del certificado de trabajo
ues ianado.

ix) Aho a bien, en el marco de su escrito de descargos, la empresa MANTTO SAC
pre entó como argumento de defensa, una carta suscrita por el ingeniero
Ví or Rodríguez Vargas, en la cual manifestó que durante el periodo

mprendido entre el 29 de octubre de 2007 y el 24 de octubre de 2009,
ealizó trabajos para el Consorcio 5echura, precisando que su labor fue como

Asesor Especializado en impacto ambiental y no como especialista en impacto
ambiental, tal y como se detalla a continuación:

En atención a su consulta, quien suscribe, Vietor RocIrfguez vargas -
Ingeniero Sanitario con Registro CIP N° 41639, tengo a bien dirigirme a
Ustedes con reladón a la experienda referida al certificado de trabajo de
fecha 17 de abril de 2010, expedido por el Consorcio Sechura, en el que
se refiere a la experiencia adquirida por el suscrito por casi dos años,
como especialistiJ ambiental, para la obra ''Ampliación y Mejoramiento
del Sistema de Agua Potable y Construcción del Alcantarillado de las
Localidades de Becara y Letira".

Al respecto, en ampliación a" 'X ti, r mi
SEDAPAL, debo precisar que mi participación en los trabajo
para el Consorcio Sechura entre el 29 de octubre de 200
octubre de 2009, pero hasta donde tengo razonable recue

W n ~ ~d~' Am
como" h sñala in lado rE ci z
rm i ¡ rand u al/á
nominadón trata ti, exa J. misma la
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r.)"
(El resaltadoy subrayadosonagregados)

" ,. 'i:

Sobre ello¡ se dijo que la declaración efectuada por el citado ingeniero¡ no
mermaba la declaración efectuada por el supuesto emisor, toda vez que este
había negado de forma categórica haber expedido el documento cuestionado;
asimismo¡ se precisó que en el procedimiento sancionador no se había
cuestionado la relación de trabajo que hubiera podido tener el ingeniero
Rodríguez con el Consorcio 5echura, sino que lo cuestionado era la falsedad
del certificado de trabajo de fecha 17 de abril de 2010,. .', ~ .. '.

E otro extr~mo" la e:npresa MANITO S.A.C'~ñaló que el certificado de ~
a jo cuestionado había sido aportado, por" el propio ingeniero Víctor
od íguezVargas, a fin de acreditar su experiencia como personal propuesto. ti

.;: ,. . .

De-> otro lado, la';e~~resa MANTTO SAC.'argumento'la inexistencia de una
conducta típica¡ manifestando que _en aplicación de los principios de
culpabilidad '{'causalidad¡ 'efautor" {responsable:' del documento falso era el
señor Carlos Augusto Astorga Portocarrero, Para ello, señaló que había
celebrado un contrato con dicha persona quien tenía como función recabar,
revisar y validar la documentación de los profesionales aportados, por lo que
en el supuesto caso que existiese responsabilidad, esta debía recaer sobre
dicha persona. Asimismo, solicitó una pericia técnica para corroborar la
veracidad del contrato suscrito con el señor Carlos Augusto Astorga
Portocarrero.

x)

;,

"xi)

xiv) Al respecto¡ se precisó en la recurrida que las personas jurídicas eran entes
cuya actuación material siempre se daba a través de personas naturales, En
ese entendido, se señaló que las personasjurídicas carecían de la pos. ,. ad
material de realizar actuaciones como presentar documentos u otras
actividades¡ sin contar con el apoyo de una o más personas nat les úé ~
encargaran de la realizaciónfísica de los actos respectivos. Por Ita e señaló
que pretender trasladar la responsabilidad a un tercero ( r a natura'
solicitando se aplique el "principio de causalidad" y el "princ" e
culpabilidad", no resul aba amparable, porque la infracción r rida a la
presentación de dentas falsos o adulterados, no implica imputa la
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falsificación en sí a aquél que lo elaboró, puesto que las normas sancionaban
el hecho de la presentación del documento falso o adulterado en sí mismo, no
la autoría o participación en la falsificación o adulteración de aquel. En tal
sentido, no resultaba pertinente la realización de una pericia que demostrara
la relación contractual existente entre la empresa MANTTO SAC y el señor
Carlos Augusto Astorga Portocarrero.

xv) Por su parte, la empresa ALDESA SA centró su defensa alegando que, en el
presente caso, correspondía individualizar la responsabilidad, puesto que no
fue ella quien aportó el documento cuestionado.

I respecto, se señaló que, debido a que el Consorcio no había obtenido la
b ena pro del proceso de selección y, por ende, no había suscrito el contrato
d consorcio ni el contrato con la Entidad, de acuerdo con el artículo 220 del
R lamento, sólo correspondía valorar la promesa fonnal de consorcio y no
otrps documentos, por lo que al revisar dicha promesa, se pudo apreciar que
caga uno de los consorciados convino en presentar una propuesta conjunta

a~a el proceso de selección, pactando obligaciones idénticas, no
irtiéndose la concurrencia de ninguna circunstancia o hecho que permitiera

in ividualizar la responsabilidad por la comisión de la infracción.

¡mismo, en relación a lo alegado por la empresa ALDESA S.A. respecto al
cuerdo privado que suscribió con MANTTO SAC., se señaló que debido a

que dicho documento se mantuvo dentro del ámbito de la esfera privada de
los integrantes del Consorcio, no resultaba ser un medio idóneo reconocido en
la nonnativa para que en mérito a aquel se pueda individualizar la
responsabilidad administrativa.

xviii)Finalmente, en relación a lo alegado por la empresa ALDESA SA, respecto a
que el documento falso fue obtenido por la empresa MANTTO SAC, se dijo
que la responsabilidad administrativa por los hechos denunciados, debía
recaer sobre los integrantes del Consorcio, toda vez que estos fueron los que
realizaron la conducta activa constitutiva de infracción. Ello, en virtud a que,
en principio, correspondía a ambos integrantes del Consorcio, la obligación de
verificar la autenticidad de toda la documentación que sea pre maaa'\ante la
Entidad, independientemente si esta fue proporcionada o por alguno de
sus miembros. \

Asimismo, se señaló que, en el caso de autos, no te' relevancia pa a
efectos ,de responsabilidad administr~tiva, la identificación de la ~;~ ~8ue
adultero un documento veraz, elaboro u obtuvo el documento falso, f quien lo
incluyó en la propuesta técnica, o elaboró esta última, toda ~z que\la
propuesta técnica fue resentada en representación del Consorcio Y'e est
último recaía el benefi o e la documentación falsa.
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3. Mediante carta N° C5-001/2017, presentada ante el Tribunal el 22 de marzo de
2017, el COnsorcio Sechura remitió, de manera extemporánea, la información
solicitada mediante el Decreto del 9 de marzo de 2017; en ese sentido, se dispuso
anexar dicha información al expediente, con conocimiento de las partes.

o::
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d) Agrega que en el marco de dicho procedimiento irregular, la En

. - ~
e) En relación al procedimiento de fiscalización posterior que fue desarrollado
"de oficio, señala que," cuando la "administración. considere que existen
elementos suficient~s"""para concluir. gue. un administra~o p'resentó algún
documento falso o información inexacta, en salvaguarda de su derecho
constitucional a la defensa, se debe correr traslado al administrado para que
este manifieste, y de ser el caso, presente los medios probatorios que
eventualmente confirmen la autenticidad de la documentación presentada,
lo cual no ocurrió en el presente caso. Para ello, cita el numeral 4 de fa
Directiva N° 09-2012-0SCE/CD "Directiva para la fiscalización posterior
aleatoria de los procedimientos administrativos seguidos ante el Registro
Nacional de Proveedores", el cual se encuentra referido a la oportunidad en
que el administrado puede ejercer su derecho constitucional a la de~ nsa en
caso se detecte una supuesta presentación de documentación fal. ~

También manifiesta que el Tribunal debe valorar de mane adecuada-el
procedimiento de fiscalización posterior realizado por la tidad /oa vez
que este no fue realizado garantizando el derecho n cional a 1I
defensa.

"

4. Mediante formulario y escrito presentados ante el Tribunal el 28 de marzo de
2017, subsanado el 30 del mismo mes y año6, la empresa ALDESA
CONSTRUCCIONES S.A. SUCURSAL DEL PERU, interpuso recurso de
reconsideración_ contra la Resolución antes citada, señalando, entre otros. aspectos,
105ig ne: -" ::'

6 Documentos obrantes a folios 1569-1570 74-1586 del expediente administrativo.



la declaración del ingeniero Rodríguez, la cual fue valorada por el Tribunal
como verdad absoluta, prevaleciendo sobre otra declaración del mismo
ingeniero que se presentó como medio probatorio de defensa.

Sobre ello, señala que la empresa MANTTO S.A.e. presentó como medio de
defensa la declaración efectuada por el ingeniero Rodríguez, mediante la
cual señaló que sí participó en la obra que indica el documento cuestionado
pero no como ingeniero ambiental, sino como especialista ambiental, lo cual
desvirtúa el énfasis que el Tribunal otorgó a la primera declaración que la
Entidad obtuvo de manera irregular en el procedimiento de fiscalización
posterior que se llevó a cabo sin la participación de ALDESA.

e) Adicionalmente, manifiesta que a pesar que se ha realizado una valoración
c nta y razonada, el único fundamento que el Tribunal ha plasmado, sin

qui ra analizar 10 señalado por el ingeniero Rodríguez en su segunda
am estación, fue que la primera de las versiones que este emitió fue

ont ndente y categórica, lo cual genera desconcierto respecto a la
cI ración aportada como medio probatorio por la empresa MANTTO SACo

ras palabras, el único criterio que tuvo el Tribunal para discernir entre
as eclaraciones del ingeniero Rodríguez, consistió en el hecho de que una
de lIas fue obtenida de la Entidad (la que consideró categórica) y otra del
pr eedor denunciado (la que no fue considerada contundente).

bre ello, manifiesta que este criterio es poco objetivo y que además es
ntrario a la garantía constitucional del debido proceso, más aun cuando el
edio probatorio que el Tribunal consideró contundente fue obtenido en un

procedimiento que no garantizó el derecho fundamental al debido proceso,
lo cual denota que el Tribunal, al momento de adoptar un criterio, no actuó
de manera imparcial y objetiva. En tal sentido, solicita que se reconsidere el
medio probatorio aportado por la empresa MANTTO SAC y que se concluya
que lo manifestado por el ingeniero Rodríguez en el marco de la fiscalización
posterior que llevó a cabo la Entidad carece de validez, por no constituir
prueba fehaciente para determinar la falsedad del documento cuestionado.

f) De otro lado, en relación a lo manifestado por el Consorcio Sechura, indica
que, al igual que con la declaración del ingeniero Victor Rodrí -ez.:'(argas, el
Tribunal ha sustentado su posición en la declaración que ectuó el citado
Consorcio en el marco de la fiscalización posterior que llevó a c.Abo la
Entidad a través de la carta N° CS-004-2016, donde nieg haber miMo y
suscrito el documento cuestionado.

Al respecto, refiere ue en el fundamento 13 de la recurrid
concluido, sin hacer referencia a los descargos presentado,
documento cuestio a o era falso, lo cual resulta contrario a su
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defensa. Asimismo, en el fundamento 14, el Tribunal evidencia que la carta
N° CS.004.2016 le genera sólo una duda sobre la veracidad del documento
cuestionado, pues mediante Decreto del 9 de marzo de 2017, solicitó
información al Consorcio Sechura para que confirme la veracidad del
documento cuestionado.

Sobre ello, refiere que el Colegiado no tenía certeza plena sobre la falsedad
de la documentación cuestionada, puesto que si hubiera tenido esa
convicción no habría efectuado una nueva consulta al ConsorcioSechura. No

".obstante ello, aun cuando el Tribunal no estaba convencido de la supuesta
Falsedad "'del documento cuestionado;' canduyó, sin" tener en- cuenta los;;
.,ar umentos de defensa planteados, que el certificado de trabajo era falso..

I sentido,,si bien el Consorcio sechura no absolvió el -requerimiento ::
en ro del plazo concedido;.el Tribunal cOncluyóde man.eracontradictoria,
ep I !-falsedad del do.~umentQ tion . a que 91~níal.convicción .

" ad"lmpUtOOa. -'1 ,,;,O~Ii~1Iv ~.:
"' - .. . . .. Supervisor de las

, posterlóiril ¡a la ex ,yL Otlfteaciónjd~ lél,lI:~rtda;-
-.. ~ iante Carta N;:' cs4)o 12017,.preseñtaaáel 22 del m~rio 11e201'7añfe la
•• ~..- ~. o:Y pa~de 'la EntidaCf~'et '&>nsO~IÓ:~SéChuraá'fiSdivililtiOconsulta

.. .:Fi rmulada, ;rnanif~tando lo, siguien~e:, "() debido a la antipüedaq del
.,.. ' aocumento-sometido,a,.nuestra 0p'nlOn, no _nos 'resulta posible aportar

mayor informadón sobre la emisión del documentD propiamente dicho. Lo
que sí podemos confirmar es que el mencionado ingeniero Victor Rodríguez

:. Varga.?, jJl?d'-trabaj~ fJéJ[a el Conso~io Sechur:a, - como eSP!5ialista' en
impacto ambiental en gabinete, es decir en las instalaciones de una de las
empresas integrantes de nuestro Consorcio, en el periodo que se ejecutó la
obra antes indicada. "

Como se desprende de los antes citado, la empresa ALDESAS.A. refiere que
la comunicación cursada por el Consorcio 5echura no fue considerada al
momento de expedirse la resolución, por lo que esta constituye una nueva
prueba. Asimismo, solicita que se valore de manera objetiva la
manifestación efectuada por dicho Consorcio, toda vez que, a diferencia de
la fiscalización posterior que llevó a cabo la Entidad, el referido Consorcio no
emite una posición sobre la emisión del documento cuestionado, sino que
confirma que el ingeniero Victor Rodríguez Vargas hizo trabajos para el
consorcio como especialistaen impacto ambiental en gabinete, e periodo
en que se ejecutó la obra en cuestión, ,

Por ello, señala que en el expediente existen hasta dos nife ciones pel
ingeniero Rodríguez: i) la obtenida por la Entidad produ a fiscaliza '
posterior en la que n tuvieron participación y en la que no se I eq Ino
presentar desca y ii) la aquella presentada directa nte po el

Página 9 de 53
/



ConsorcioSechuraa solicitud expresadel Tribunal.

En tal sentido, solicita que se valore el documento emitido por el Consorcio
Sechura, en el que no se ha efectuado mayor pronunciamiento sobre la
emisión del documento cuestionado. Agrega que dicho documento desvirtúa
lo obtenido por la Entidad producto de la fiscalización posterior, por cuanto
el contratista del ingeniero Rodríguez ratificó que este trabajó para el
consorcio durante el periodo de ejecución al que hace referencia el
documento cuestionado.

h) De otro lado, sostiene que en aplicación del principio de presunción de
licitud, corresponde que se exima de responsabilidadal administrado, toda
v que el propio emisor del documento cuestionado ha desvirtuado su
alse ad. Asimismo, señala que de acuerdo con senda jurisprudencia
nacio al e internacional, para determinar que un proveedor es responsable
por la presentación de un documento falso, es necesario que el Tribunal
cuente con medios probatorios que de manera clara y expresa demuestren
que el documento cuestionado sea falso, lo cual no ha ocurrido en el
present caso, toda vez que las manifestacionesefectuadas por los emisores
deben enerar convicción sobre la condición del documento analizado, y no
se ten que valorar sólo una de ellas, empleando criterios poco objetivos y
contra os a los derechosfundamentales de los administrados.

i) Ade ás, sostiene que la decisión adoptada a través de la recurrida carece
de undamentos suficientes para determinar que el documento cuestionado
a falso, más aun cuando posteriormente a su emisión se han incluido

nuevos medios probatorios que favorecen a que se mantenga la presunción
de veracidad sobre el documento cuestionado.

j) Finalmente, en lo que respectaa la individualizaciónde responsabilidades,el
Tribunal sólo se limitó al análisis de la promesa formal de consorcio, lo cual
desvirtúa el principio de verdad material.

Al respecto, señalaque la igualdaden un procedimiento sanconadar i~plica
que el Colegiado busque, en virtud de la verdad material, I que real ente
ha ocurrido en un hecho consideradocomo infracción, tant par nco tr
elementos que acrediten la culpabilidad del administrad ca o par su
absolución. En tal sentido, refiere que no resulta cohere que la
defensa de los administrados, el Colegiado limite la verdad teri I a
determinados documentos pero para sancionarlo busque todos 1 s m 'os
que estén a su alcance.

uso de la palabra.
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5. Mediante formulario y escrito presentados ante el Tribunal el 28 de marzo de
2017, subsanado el 30 del mismo mes y añol, la empresa MANT. CONST. y
PROYECTOSGRALES S.A.c. interpuso recurso de reconsideración contra la
Resolución antes citada, señalando lo siguiente:

i. La resolución emitida por el Tribunal debe ser declarada nula por cuanto se
omitió aplicar los principios de causalidad y culpabilidad, previstos en los
numerales 8 y 10 del articulo 246 del TUO de la LPAG.

'.

ji.. Al respecto, refiere que en la motivación de laJesolución recurrida, se
señaló que dichos principios no serían de aplicación en el presente caso; sin"'

-,e rgo, dichos principios son de obligatoria aplicación en lo que a'-materia
nc nadara se refiere: :.. ,..

v. Agrega que lo expuesto guarda relación con el principio de culpabilidad, toda
vez que este va dirigido a imputar la responsabilidad a quien directamente
haya cometido la infracción (responsabilidad subjetiva), el cual apunta
nuevamente al señor Carlos Augusto Astorga Portocarrerro. En tal sentido,
manifiesta que, conforme lo señala el Tribunal Constitucional, estos
principios no pueden dejar de ser aplicados.

vi. También, manifiesta que, debido a que la responsabilidad en materia
sancionadora es subjetiva, es necesario que se pruebe que la
responsabilidad de la empresa fue subjetiva, conforme lo señala el-literal 10
del artículo 230 de la Ley NO 27444.

viL Asimismo, refiere que sólo puede sancionarsea aquel que
directo e inmediato del hecho susceptible de infracción, pre -Ts~e
haya actuado con dolo o culpa. Por ello, señala que el Tribuna o plJ.€Oe
irrogarse facultades legislativasal afirmar que la responsabilida es obje iva.

7 Documentos obrantes a folios 1598-1 7 1614-1617 del expediente administrativo.
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viii. En relación a ello, sostiene que, si bien la modificatoria de la normativa de
contrataciones contempla que la responsabilidades objetiva, esta aún no se
encuentra vigente, por lo que únicamente debe considerarse la
responsabilidadsubjetiva para la configuraciónde la infracción.

ix. Agrega que se ha hecho una incorrecta interpretación de las normas en el
tiempo, puesto que se pretende sancionar a la empresa por,
supuestamente, haber incurrido en responsabilidad objetiva, cuando la
norma vigente señala que la responsabilidades subjetiva, y en el presente

, ello no ha logrado configurarse, toda vez que fue un tercero (el señor
Ast rga) quien aportó y verificó el documento calificadocomo falso.

x. De tro lado, manifiesta que, en el fundamento 29 de la resolución
recu rida, se señaló expresamente que no fue posible acreditar la
inte cionalidad de los integrantes del Consorcio, lo cual evidencia que no se
ha I rada acreditar la responsabilidadsubjetiva anteriormente mencionada.

xi. Po ello, solicita que se tenga a bien evaluar y aplicar las normas
an eriormente citadas, puesto que no puede perjudicarse a la empresa en

se a una resolución que adolece de un vicio de nulidad, por no haber
servado principios de aplicación obligatoria en el ámbito de los

rocedimientos sancionadores,tal y como lo prescribe el articulo 229 de la
Ley N° 27444.

Ii. En otro extremo, manifiesta que el Tribunal no esperó la respuesta del
Consorcio Sechura, cuya manifestación era crucial para el desarrollo del
caso.

xiii. Al respecto, refiere que, dado que fue el propio Tribunal quien solicitó
información al ConsorcioSechura,era inconcebible que se resolviera con la
ausencia de un medio probatorio determinante, el cual era necesario para
formarse una opinión.

xiv. Agrega que, de acuerdo con el toma razónelectrónico, el Ca rCI Sechura
cumplió con absolver el pedido de información el 22 de ma o de 2 17; sin
embargo, el Tribunal se adelantó y expidió la resolución.En al senti pese
a que el Tribunal requería el pronunciamiento del citado C nsor . , re olv' .
sin pruebas ni elementos suficientes para sancionar a la m esa, ual
atenta contra el derecho al debido proceso y a tener una solu 'ón
debidamente motivada, ya que se ha trabajado en base a supo ciones, in
contar con el pronunciamientodel ConsorcioSechura.

xv. Concluyesolicitan I uso de la palabra.
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6. Por Decreto del 31 de marzo de 2017, se puso a consideraciónde la Sala los
recursos de reconsideración interpuestos por las citadas empresas¡ asimismo, se
programó Audiencia Pública a realizarse el 11 de abril de 2017, la cual se realizó en
la fecha programada con la participación del abogado de la empresa ALDESA
CONSTRUCaONES S.A. SUCURSALDEL PERU, Carlos Luis Ireijo Mitsuta.

7. Por Decreto del 11 de abril de 2017, se requirió información adicional conforme al
siguiente detalle:

.Media"nte Oficio N° 0177w2017/GRP-4:40000, -'presentado, "el 18 de 'abril de 2017
ante la :Oficina- Desconcentrada del OSeE'ubicada en la -'ciudad ae Piura, 'recibida
por el Tribunal el 20 del mismo mes y año, el Gobierno Regional de Piura absolvió
el pedido formulado por este Tribunal, precisando que no ubicó la información
referida a los profesionales que participaron en la ejecución de la obra en cuestión,

9. Mediante escrito N° 028, presentado el 19 de abril de 2017 ante la Mesa de Partes
del Tribunal, la empresa ALDESA CONSTRUCCIONES S.A. SUCURSAL DEL PERU
amplió sus argumentos de defensa en los siguientes términos:

i.

ji,

Solicita que se individualice la responsabilidad de los con~~dos,
considerando los criterios establecidos en la normativa de C9rlÚataciO'nes
vigente, en aplicación del principio de retroactividad be~gría ~ige- el
procedimiento sancionador. ~ __

Agrega que dicho criterio ha sido recogido en la Opinión N° 163- 16/D Y
en el Acuerdo de Sala Plena N° 003-001 de fecha 3 de abril d 2001, por lo
que no cabe la posibilidad de evadir su aplicación en el presen caso,

8 Documento obrante a folios 1630.164 d I expediente administrativo.
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m. Además, señala que, en la resolución recurrida, el análisis sobre la
individualización de responsabilidades fue realizada de acuerdo a lo
establecido en el artículo 220 del Reglamento, aprobado mediante el
Decreto Supremo NO 350-2015-EF, por el cual sólo correspondía evaluar, en
el presente caso, la promesa formal de consorcio; sin embargo, a la fecha,
el artículo 220 del Reglamento ha sido modificado, por lo que corresponde
evaluar el acuerdo privado del 2 de junio de 2016 con firmas legalizadas que
fue presentado durante el procedimiento sancionador, donde se verifica que
el profesional cuestionado forma parte de los profesionales propuestos por
la empresa MANTTO S.A.e. Asimismo, precisa que dicho acuerdo se
concretó sobre la base de un "pre acuerdo" suscrito con anterioridad al acto
de presentación de propuestas, en donde se proyectó qué profesionales
serían presentados por cada integrante del Consorcio. En tal sentido, solicita
ue dicho documento sea considerado para el análisis de la individualización
e responsabilidades.

ncluye señalando que también deberá considerarse el acta de
aboración del 3 de marzo de 2016 que fue presentada ante el Tribunal,

a como los acuerdos privados suscritos con la empresa MANTTO S.A.C.

10. Median escrito s/n9 presentado el21 de abril de 2017 ante la Mesa de Partes del
Tribun , la empresa MANT. CONST. y PROYECTOS GRAlES S.A.C. amplió los
argu ntos de su recurso de reconsideración, señalando argumentos similares a
los e su consorciada AlDESA CONSTRucaONES SA SUCURSALEN PERUexpuso
en escrito del 30 de marzo de 2017.

Mediante Oficio N° 017-NWCR.2017 presentado el 24 de abril de 2017 ante la
Mesa de Partes del Tribunal, el Notario Público de Uma, Wilson canelo Ramírez,
remitió la información solicitada a través del Decreto del 20 de abril de 2017,
precisando que su firma y los sellos que obran en el acuerdo privado del 14 abril
de 2016 son conformes; sin embargo, no cumplió con remitir la copia de la
constancia de verificación biométrica solicitada ni la boleta de venta vinculada al
servicio de legalización de firmas de los señores Martín Felipe Velayos Arredondo y
José Conchillo Sáez, ni efectuó manifestación alguna al respecto.

12. Mediante escrito sln10 presentado el 24 de abril de 2017 a las 9: 6am, la presa
ALDESA CONSTRUCCIONES SA SUCURSAL EN PERU, amplió nueva en
argumentos de su recurso de reconsideración, señalando lo siguie te:

i. Conforme lo establece la doctrina, cualquier testigo (en el presen e caso el

9 Documento obrante a folios 1650-165 1expediente administrativo.
10 Documento obrante a folios 1656-1 8 ~el expediente administrativo.
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ingeniero Rodríguez), tiene derecho a retractarse de su declaración
primigenia, por lo que en el ejercicio de dicho derecho, no cabe que el
Tribunal realice una valoraciónconjunta de sus declaraciones.

ii. También, refiere que las solicitudes de información formuladas por el
Tribunal, denotan que la información obrante en el expediente no era
suficientemente concluyente como para generar convicción, por lo que se
necesitabaverificar la existencia de la falsedad.

¡¡j. Asimismo,_cuestiona -el tercer párrafo del numeral 18 de la resolución
recurrida"'referido,a que én la presentación de documentación falsa;- no
ulta relevante a'nalizar la autoría"o participación en la falsificación, sino

qu las"normas sancionadoras cuestionan la presentación del documento
fal o en s(inismó. ' ..' ,.", --:

Teniendo en cuenta ello, señala que debido a que existen en autos diversos
documentos de fecha y origen cierto, a través de los cuales se desprende
quién era el responsable de la presentación e introducción del documento
supuestamente falso en la propuesta, estando a lo establecido en el artículo
220 del Reglamento, se cumple con el supuesto de excepción previsto en
dicha norma, por lo que corresponde individualizar la responsabilidad.

Mediante escrito s/nl1 presentado el 24 de abril de 2017 a las 9:57am, la empesa
ALDESACONSTRUCCIONESSA SUCURSALEN PERUamplió sus argu!tos d
defensa, manifestando que, en mérito al principio de predictibilidad pre sto e -
numeral 1.15 del TUOde la LPAG,la Vocal Paolasaavedra Alburqueque eng
el criterio que ha venido exponiendo respecto de la individualizació
responsabilidades en proveedores consorciados. Para ello, cita la Re clón o
2380-2016.TCE-S4

II Documento obrante a folios 1659-1 d I expediente administrativo.
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14. Mediante escrito s/n12 presentado el 24 de abril de 2017 a las 11: 17am, la
empresa AlDESA CONSTRUCaONES SA SUCURSAL EN PERU amplió sus
argumentos de defensa, manifestando que, en mérito al principio de predictibilidad
previsto en el numeral 1.15 del TUO de la lPAG, la Vocal Mariela Sifuentes
Huamán, mantenga el criterio que ha venido exponiendo respecto de la
individualización de responsabilidades en proveedores consorciados. Para ello, cita
la Resolución N° 2222-2016.TCE-S3.

15. Mediante Escrito s/n13 presentado el 24 de abril de 2016 a las 15:04 horas, la
empresa AlDESA ha señalado que la Resolución N° 353-2017-TCE-S2 ha vulnerado
el principio de legalidad establecido en el numeral 230.1 del artículo de la ley N°
27444; toda vez que el incumplimiento det deber de diligencia no constituye causal

imponerle sanción y no se puede extender la descripción de la conducta
pum le prevista como infracción.

16. Medi nte escrito s/n14 presentado el 24 de abril de 2017 as 17:37pm, el señor José
ndr' Arallán lópez, puso de conocimiento que el ingeniero Juan Pisconde
taz r le comunicó que su curriculum vitae había sido falsificado y que su uso no

abía sido autorizado al Consorcio Santa Clara Sur. se agrega con conocimiento de
las p rtes.

11.
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1. E presente procedimiento administrativo, se encuentra referido a los recursos de
econsideración interpuestos por los integrantes del CONSORaO SANTA CLARA
SUR, integrado por las empresas AlDESA CONSTRUCCIONES S.A. SUCURSAL EN
PERU Y MANT. CONST. y PROYECTOS GRAlES S.A.C., contra la Resolución NO
353-2017-TCE.S2 del 21 de marzo de 2017, mediante la cual se declaró que
aquellos incurrieron en responsabilidad administrativa en la comisión de la
infracción tipificada en el literal i) del numeral 50.1 del artículo 50 de la ley, por
haber presentado información falsa en el marco del procedimiento de selección,
habiéndose dispuesto sancionarlos con inhabilitación en su derecho de participar
en procedimientos de selección y contratar con el Estado, por el periodo de treinta
y seis (36) meses.

2. Cabe señalar que, los recursos administrativos son mecanismos de v 'ón de
actos administrativos15• En el caso específico de los recursos de recons' erac 'n, lo
que el administrado requiere es la revisión de la decisión ya adoptad , por e

12Documento abrante a folios 1661-1662 del expediente administrativo.
13Documento obrante a folios 1663-1665 del expediente administrativo,
14DoaJmento obrante a folios 1666-1670 expediente administrativo.
15 GUZMAN NAPURI, Christian, Ma del Procedimiento Administrativo General.

2013. Pago 605. A
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de la misma autoridad que emitió el acto que impugna. Para tal efecto, el
administrado somete a consideración de esa autoridad los nuevos elementos que
considera atendibles y suficientes para revertir el sentido de la decisión adoptada.

L

b~n,.~un.r •.~rSOde r~nsjd~r~ciónp-r~nUldO contr~ p¡'~f~II~.9~\'Oemitida'.
or 1 staocla,unlca ri~r~u~e ~e ~_n~a p~¡,;gualrre~t~ r~sll~_n~ec~S?r~o
ue,. te pr~pon:io~ ,~;~.4,~to~a,fcuya a~~Pi~in~Ofa ¡)ü~~ente,~ClJafes
~~os.elementog ,!ue'~,a~r cambra~~I"sehtidod~.1er:~¿P;qC6~!U~E~:o
~ ~,stg.e.f¡;¡;tQ<)\mi~o,:attJti¡mstrat/VO"p~unjdO¡:t:en,¡prlnClpIO,de Yapresunclon
:" :VárkJez); lo que supone algO'.más -que ',una', reiteraci6¡fiCiét.fo mismos'
, mentas que esencialmente fueron expuestos y evaluados durante el trámite
dio origen a la recurrida.

., . . !' "'

Debe destacarseque todo acto administrativo goza, por principio, de la presunción
de validez. En ese contexto, el objeto de un recurso de reconsideración no es que
vuelva a reeditarse el procedimiento administrativo que llevó a la emisión de la
resolución recurrida, pues ello implicaría que el trámite de dicho recurso merezca
otros plazosy etapas. Lo que busca la interposicióndel recurso, que es sometido al
mismo órgano que adoptó la decisión impugnada sobre la base de las actuaciones
procedimentales que se llevaron a cabo ante él, es advertirle de alguna deficiencia
que haya tenido incidenciaen su decisión, presentándole, para tal fin, elementos
que no tuvo en consideraciónal momento de resolver.. ¡ , '. ';

De manera previa al estudio de la materia controvertida, es preciso indicar que, a
efectos de evaluar la procedencia de los recursos de reconsideración, resulta de
aplicación lo dispuesto en el artículo 231 del Reglamento de la Ley de
Contrataciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N° 350.2015.EF, en
virtud del cual contra lo resuelta por el Tribunal en un procedimiento sancionador,
puede interponerse recurso de reconsideración dentro de los cinco (5)
días hábiles de notificada o publicada la respectiva resolución, luego de
cuyo término corresponderádeclarar su improcedenciapor extemporáneo.

A. NÁUSIS SOBRE LA
RECONSIDERACIQN.

3.

6. Atendiendo a la norma antes glosada, así como a la revisión de la documentación
obrante en autos, esta Sala aprecia que los integrantes del Consorcio, rfn
notificados el 21 de marzo de 2017 con la ResoluciónN° 353.2017.TCE~ a trav s
del Toma RazónElectrónico, ubicadoen el portal institucional del OS

Estando a lo anterior, se advierte que dichas empresas p. ía nterpon
válidamente el recurso impugnativo correspondiente, dentro de cinco (S .
hábiles siguientes a la fe ~ en que fueron notificadas, en virtud a lo es lecid
en el citado artículo 231 Reglamento. Por lo tanto, habiéndose pre ntado l
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recursos de reconsideración el 28 de marzo de 2017, subsanados el 30 del mismo
mes y año, se debe considerar que estos fueron presentados en el plazo previsto,
por lo que corresponde evaluar los argumentos planteados.

Habiéndose verificado la procedencia de los recursos de reconsideración planteado
por los integrantes del Consorcio, corresponde que este Tribunal se pronuncie
respecto de los argumentos señalados por aquellos, en relación al acto
administrativo cuestionado.

LOS ARGUMENTOS DE LA RECONSrOERACrÓNB.

7. R rdemos que ''Si la administración adopta una decisión lo lógico es que la
ma tenga, a no ser que excepcionalmente se aporten nuevos elementos, a la vista
e '5 cuales se resuelva rectificar lo decidido (,..16".En efecto, ya sea que el
rga o emisor del acto recurrido no haya valorado algún elemento con el cual no

ca taba al momento de la expedición de dicho acto o que haya existido un error
en la valoración fáctica y jurídica al momento de emitir el mismo, lo cierto es que
en a bes casos, los argumentos planteados por el recurrente estarán orientados
excl ivamente a cuestionar el acto administrativo previamente emitido, en base al
cua se efectuará el examen.

o dicha premisa, corresponde evaluar, en base a los argumentos y/o
i strumentales aportados por los integrantes del Consorcio, si existen nuevos
lementos de juicio que generen convicción en este Colegiado a efectos de revertir

la sanción impuesta a través de la resolución impugnada. Debe destacarse que
todo acto administrativo goza, por principio. de la presunción de validez. En tal
sentido, a continuación se procederá a evaluar los elementos aportados por los
integrantes del Consorcio, a efectos de determinar si existe sustento suficiente
para revertir, como pretenden, el sentido de la decisión adoptada.

Con dicha finalidad, corresponde verificar, en este estadía, si se han aportado
nuevos elementos que ameriten dejar sin efecto la recurrida.

,¡' Respecto de los argumentos del recurso de reconsideración interpuesto
r la em resa ALDESA CONSTRUCCIONESSA SUCURSAL EN--P.RU

GORDILLO,Agustín. TRATADO DERECHOADMINISTRATIVOY OBRASSELECTAS.
BuenosAires, 2016. Tomo 4. P 3.

7. La empresa ALDESA CONSTRUCCIONES SA SUCURSAL EN P. RU, e elante
ALDESA, manifestó que, según el Toma Razón Electrónico, el Cons cio S
cumplió con remitir la información que fue requerida por el Tri un ,sin

••
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dicha prueba no fue valorada por el Colegiado, por lo que esta constituye una
nueva prueba instrumental.

Sobre ello, manifiesta que, posteriormente a la expedición y notificación de la
resolución recurrida, mediante Carta NO CS-001/2017, presentada el 22 de marzo
de 2017 ante la Mesa de Partes del Tribunal, el Consorcio Sechura absolvió la
consulta formulada, manifestando lo siguiente: "(...) debido a la antigüedad del
documento sometido a nuestra opinión, no nos resulta posible aportar mayor
información sobre la emisión def documento propiamente dicho. Lo que sí
podemos confirmar es que el mencionado ingeniero. Vidor Rodríguez;Vargas"hizo.
tra (jos ¡jara el Coñ"sorcioSeChúra- como especialista im 'impado ambiental en'
g bi ete, es decir en; las instalaciones de una de las empresas integrantes de

es Consorcio,en el periodo que se ejecutó la qbra antes indicada.~
• "',~ ".' '. o. :: o. o. •

né il o~et2~ºf~P~'crn9festación
renci~!He~fa'i:f¡séáirz~aon
;'1:" ':' ,C' '. o ;,"'; •• o

mlteUIJ~~J(:t9!:'h!~~O
(01'l1jm¡~ qUfue~i.ngeniero Victor
lista ,en I im\paho-3~l-nb\ental en

grega ,que dicho documento ,desvirtúa el resultado obtenido por la Entidad
producto de Ola fiscálizaCión pOsterior, o ppr cuanto el contratista" del "in'geniero
Rodríguez ratificó que' este trabajó para el consorcio 'durante el periodo de
ejecución al que hace referencia el documento cuestionado.

Asimismo, manifiesta que la declaración efectuada por el ingeniero Victor
Rodríguez Vargas (quien no es el emisor del documento cuestionado), sólo podría
generar que el certificado de trabajo cuestionado contenga información inexacta,
infracción que no ha sido imputada en el presente procedimiento.

8. Al respecto, en relación a lo manifestado sobre el Consocio Sechura, debe indicarse
que dicha información fue solicitada a través del Decreto del 9 de marzo de 2017,
precisándose que, en dicho requerimiento, se otorgó un plazo de dos ~s
hábiles para remitir la información solicitada (el cual venda el 17 d marzo ge
2017 y la resolución recurrida fue emitida el 21 de marzo de 2017)' sin em~argp,
el Consorcio Sechura remitió la información requerida el 22 de arz e 20 ,
motivo por el cual, no pudo ser valorada conjuntamente con lo as elemen
probatorios obrantes en el expediente. No obstante, ello no afecta en Ig...a sol to
la validez de la resolució pues los documentos obrantes en el exRediente la
fecha del pronunciami fueron debidamente valorados. Sin !juicio d lo
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señalado, al contarse actualmente con dicha información, este Colegiado considera
revisar la misma.

Sobre el particular, de la revisión de la comunicación cursada por el Consorcio
Sechura, se aprecia que este presenta el siguiente tenor:

o p ede verse del tenor de la comunicación cursada por el COnsorcio Sechura,
s. bien icho consorcio manifestó que el ingeniero Victor Rodríguez Vargas realizó
abaj como especialista en impacto ambiental en gabinete en una de las
mpr s integrantes del COnsorcio, cabe anotar que esta información no resulta
lev nte para desvirtuar la declaración vertida inicialmente ante la Entidad, puesto
e en ninguno de sus extremos se ha afirmado, que el representante legal del

CO sarcia haya emitido o suscrito el documento cuestionado a favor del citado
i eniero, o que niegue la versión inicialmente proporcionada de manera expresa,
n el sentido que el "referido certificado de trabajo no fue expec/Jdopor el

Consorcio que represento, y que tampoco ha sido firmado por el suscrito'~
Asimismo, conforme se señaló en la resolución recurrida, el procedimiento
sancionador se inició por la presunta comisión de presentación de documentación
falsa, en la cual no se cuestiona la diversa relación de trabajo que hubiera podido
tener el ingeniero Rodríguez con el COnsorcio Sechura, sino que lo cuestionado era
la falsedad del certificado de trabajo de fecha 17 de abril de 2010, lo cual ha
quedado plenamente acreditado.

"(...) debido a la antigüedad del documento sometido a nuestra opinión no nos
resulta posible a¡xJftar mayor informadón sobre la emisión del documento
propiamente dicho. Lo que sí podemos confirmar es que el mendonado ingeniero
Vidor Roddguez Varga~hizo trabajOSpara el Consorcio5echura - como especialista
~~W~~~~~~~~~~~~~~~~~~
empresas integrantes de nuestro Consorcio, en el periodo que se ejecutó la obra

tes indicada.N

Siendo así, teniendo en cuenta que los hechos descritos no contradicen el sentido
de la primera declaración del Consorcio Sechura, este Colegiado considera que la
posición inicialmente abordada por dicho Consorcio se mantiene incólume, no
existiendo en autos elementos que permitan determinar fehacientemente lo
contrario.
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falsa, no correspondía imputar una nueva infracción a los integrantes del Consorcio
(infannación inexacta), toda vez que ya se había comprobado la falsedad del
documento cuestionado, por lo que su argumento no revierte la decisión adoptada
por el Colegiado.

Página 21 de 53

"miento efectuada por la empresa ALDESA
Iización posterior realizado por la Entida

En tal sentido, el cuestio
del procedimiento:;j

respecto, en torno al cuestlonamiento sobre" el procedimiento de fiscalización
osterior, debe precisarse que la Entidad efectúo dicha fiscalización posterior a la

documentación presentada por, el Consorcio, . realizando. para tal efecto diversas
diligencias (entre las que se encuentra el requerimiento. de información al emisor
del documento cuestionado), a fin de recabar información sobre la veracidad de la
citada documentación, facultad que se encontró amparada en la Ley N° 27444, Ley
del Procedimiento Administrativa General (hoy mo de la LPAG); no existiendo en
dicho procedimiento la obligación de la Entidad de realizar la imputación de cargos
al administrado, como sí existe en un procedimiento administrativo sancionador.
En esa misma línea, en el trámite de la fiscalización posterior no era obligación de
la Entidad correr traslado de la información recabada, por lo que el accionar de la
Entidad no vulneró el derecho de defensa de la empresa. A mayor abundamiento.
al respecto, cabe citar el numeral 113.2 del artículo 113 del mo de la LPAG, que
dispone que "El inicio de oficio del procedimiento es notificado a los administrados
determinados cuyos intereses o derechos protegidos puedan ser afectados
ados a ejecutar, salvo en caso de fiscalización posterior a solicitud. o a su
documentación, acogidos a la presunción de veracidad". En tod caso si la
empresa considera que la Entidad ha vulnerado algún derecho en e rocedi ientó
de fiscalización debió accionar conforme los recursos que la ley le p na

9. Por otro lado, AlDESA ha cuestionado el procedimiento de fiscalización posterior
desarrollado por la Entidad, señalando que esta última, debió correrle traslado de
los actuados, a fin que esta se manifieste, y de ser el caso, presente los medios
probatorios pertinentes para que, eventualmente, se confirme la autenticidad de la
documentación presentada. Para ello, cita el numeraI4"C1e la Dir€ctivá N°09~2012-
OSCE/CD "Directiva para la fiscalización posterior aleatoria de los procedimientos .
ad I istrativos'seguidos ante el Registro Nacional de Proveedores", el cual, se" ..
e cue tra referido a la oportunidad en que el. administrado 'puede ejercer su
d rec constitucional a la defensa en caso ,se detecte una supuesta presentación

d d mentaciónf .. ' .,' - _: - .,l'~,rgani~mO, [
_ A r ,que, '"en",el ' .::d~t;!!dici procedim~tojrregular, neVádbVa"CJ2£tibesrnSla

. ipación de 'AlD Ai'faEntidad obtuvo.la'-c!ec:laración t1el'lngéniera,Rodríguez,
~!:fueJalOra~¡J)Qr: ;el=-Trib'u[1alc.r?m~ 'o "~d=apsolu~,; pr.~~~¡~~da sobr~,
detlaración del""misma'ingeniero'-que"'Se presentó como mecfio"pr'ó1látorio. . "



sustento, no existiendo prueba alguna de que el mismo haya sido realizado
vulnerando algún derecho fundamental de algún integrante del Consorcio.

Sin perjuicio de fo señalado, cabe indicar que el ámbito de aplicación del
procedimiento de fiscalización posterior al que alude la Directiva N° 09-2012-
OSCEjCD"Directiva para la fiscalizaciónposterior aleatoria de los procedimientos
administrativos seguidosante el RegistroNacionalde Proveedores",se circunscribe
únicamente al órgano responsabledel OSeEa cargo de verificar la autenticidad de
la documentación proporcionada por los administrados en el marco de los
pr imientos comprendidosen el TUPAde rsta institucion y que son tramitados
a e I Registro Nacionalde Proveedores.En tal sentido, dicho procedimiento no
p ed hacerseextensivo a las demás Entidadesdel sector público, por lo que no

re ponde amparar los argumentos expuestospor la empresaALDESA.

11. De ro lado, la empresa ALDESAseñaló que el Tribunal ha dado una mayor
o ción a la primera manifestacióndel ingeniero Rodríguez,sin siquiera analizar

lo s ñalado por el mismo ingeniero en su segundamanifestación, por cuanto esta,
a s parecer, fue contundente y categórica. En otras palabras, según refiere, el
ú co criterio que tuvo el Tribunal para discernir entre las declaraciones del
i eniero Rodríguez,consistió en el hecho de que una de ellas fue obtenida de la
ntidad (la que consideró categórica) y la otra del proveedor denunciado (la que

no fue consideradacontundente).

Agrega que este criterio es poco objetivo y además contrario a la garantía
constitucional del debido proceso, por cuanto el medio probatorio que el Tribunal
consideró contundente fue obtenido en un procedimiento que (según su criterio,
que conforme al análisis precedente resulta erróneo), no garantizó el derecho
fundamental al debido proceso, lo cual denota que el Tribunal, al momento de
adoptar un criterio, no actuó de manera imparcial y objetiva. En tal sentido, solicita
que se reconsidereel medio probatorio aportado por la empresa MANTTOSACy
que se concluya que lo manifestado por el ingeniero Rodríguezen el marco de la
fiscalización posterior que llevó a cabo la Entidad carece de validez, por no
constituir esta prueba fehaciente para determinar la falsedad del documento
cuestionado.

12. Sobre el particular, en relación a lo alegado sobre la valoración realizada a las
declaraciones efectuadas por el ingeniero Victor RodríguezVargas ca~eñalar,
que la primera declaración fue emitida en forma espontánea~el mar. de la
fiscalización posterior realizada por la Entidad, la cual, confor~m ha sido an lizado
precedentemente, se llevó a cabo al amparo de lo dispuesto 1 Ley N° 27444
Ley del Procedimiento Administrativo General (hoy TUO de la LAG), sin h' se
advertido ninguna vulneración a los derechos de los consorci ¡ s, mientr qfte la
segunda declaración fu, emitida frente a una imputación de falsed d en un
procedimiento sanciona r en contra de una de las empresas con las ue i
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obtener relaciones laborales Ylo contractuales. En ese sentido, el pedido efectuado
por la empresa ALDESA, referido a que el procedimiento de fiscalización posterior
realizado por la Entidad carece de validez, no puede ser amparado, por cuanto
este se sustentó en un procedimiento previsto en la Ley N° 27444, conforme se ha
analizado en los fundamentos 9 y 10.

Precisado ello, es pertinente señalar que la valoración que realiza este Tribunal a
los medios probatorios obrantes en el expediente, se realiza de una forma conjunta
y razonada, a fin de verificar la convicción que estos generan sobre la veracidad de

s hechos que se pretenden comprobar.

A"I especto, debe indicarse que, en un primer momento, el citado inge~iero/ Victor
R ríguez Vargas; declaró a la Entidad no haber laborado en la obra "Ampliación y
me ramiento del sistema de agua potable ~y alcantarillado del esquema
Pro l1.g~ión ..N~colá!?-~~ J~iérola - ~f!.ta" qi3r~H'?u['y .~nexRr.?-~i~'~9de Ate

o.Vi rte::~ como mgemero, ~pecians,tct en,J~p~t(Larnbtental, ~enarbn<:,otlue dicha .:.:
- ex °riencia no fortll9ba ~rte ~e:'su peml profesi,qnaJ,. que no ptesta"seÑrcrbs en:~el

.. '.''''' ., :;". ,,' - . ~,. ., I . . . .

d .. rroll~ de I,~~obra"~9C!fla~. que no h'l¡J1restadO servlc!':lGátfflPd~~l~~,lista
dIcho proyecto '.que no'~ encontra~:~nterado de,ello; reiteraJ:jdo en YamIsma

.:. prtiunicacI6n,.que no.;prest~ serviCioS,"-, didiii obra; se9uidá¡;'~ñle,dtlurante el
(¿j:pÍ&edlmiento"administrativo sancionador;' dicho ingeniero señaló que no participó
't/¡'como ingeniero ambiental, sino como asesor especializado' en ingeniería ambiental.

Como puede verse, esta nueva comunicación no le resta verosimilitud el la versión ~
inicial efectuada por el citado profesional, independientemente si fue obtenido
como producto "de, .Ia fiscalización posterior.' realizadapo~ .la Entidad o si fue
aportado por el proveedor, Además, cabe precisar que dicho documento fue
valorado conjuntamente con los demás elementos probatorios obrantes en el
expediente administrativo, no siendo correcto lo alegado por ALDESA cuando
señala que el Tribunal tomó dicha declaración como "verdad absoluta",

En tal sentido, lo alegado por la empresa ALDESA respecto a que el Tribunal dio
una mayor valoración a la primera declaración efectuada por el ingeniero Victor
Rodríguez Vargas, por haber sido esta obtenida por parte de la Entidad, carece de
sustento, por cuanto esta dicha declaración fue valorada conjuntamente con los
demás elementos obrantes en el expediente administrativo.

13. Ahora bien, la empresa ALDESA también ha manifestado que, al igual que con la
declaración del ingeniero Victor Rodríguez Vargas, el Tribunal ha sus!~~ su
posición en fa declaración que efectuó el Consorcio Sechura en ej,-marco de¡ l~
fiscalización posterior que llevó a cabo la Entidad a través de la _<f.J~N° ~ 4-
2016, donde niega haber emitido y suscrito el documento cuestio~ _

Sustenta su posición en el f 1 damento 13 de la recurrida, donde, s . n refier , se
ha concluido, sin hacer ret encia a los descargos presentados, qu el docum nto
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cuestionado era falso, lo cual resulta contrario a su derecho de defensa. Asimismo,
señala que, en el fundamento 14, el Tribunal evidencia que la Carta N° CS-004-
2016 le genera sólo una duda sobre la veracidaddel documento cuestionado, pues
mediante Decreto del 9 de marzo de 2017, solicitó información al Consorcio
Sechura para que confirme la veracidaddel documento cuestionado.

Asimismo, refiere que, a su criterio, el Colegiadono tenia certeza plena sobre la
falsedad de la documentación cuestionada, puesto que si hubiera tenido esa
convicción no habría efectuado una nueva consulta al Consorcio Sechura. No
obstante ello, señala que, aun cuando el Tribunal no estaba convencido de la
su esta falsedad del documento cuestionado, concluyó, sin tener en cuenta los
a entos de defensa planteados, que el certificado de trabajo era falso. En tal

nt do, si bien el ConsorcioSechurano absolvió el requerimiento dentro del plazo
c n dido, el Tribunal concluyó de manera contradictoria, en la falsedad del
d mento cuestionado, pesea que no tenía convicciónde la falsedad imputada.

e el particular, cabe señalar que, de una lectura conjunta de los fundamentos
a resolución recurrida, puede apreciarse que la determinación de la falsedad
documento cuestionado se basó principalmente en la manifestación efectuada

po su supuesto emisor, la cual, resulta relevante para desvirtuar la presunción de
v acidad que ampara al documento en cuestión, tal y como ha sido sostenido por

Tribunal en reiterada y uniforme jurisprudencia. En este punto, cabe precisar
ue los pedidos de información adicional que realiza el Tribunal en el marco de un

procedimiento administrativo sancionador, se encuentran dentro de las facultades
atribuidas por la ley, pudiendo solicitar tantas veces considere pertinente el
Colegiado información a las personas naturales y personas jurídicas públicas o
privadas; por lo que la pretensión de descalificar la labor del Tribunal con
argumentos propios de una defensa dirigida a revocar la sanción impuesta no
pueden estar orientados a limitar las funciones de una autoridad administrativa,
por lo que tal alegacióndebe ser rechazadatajantemente.

Asimismo, es pertinente señalar que, en la resolución recurrida, se consideraron
los elementos aportados tanto por la Entidad como por los Consorciados, por lo
que 10señalado por la empresa ALDESA,respectoa que no se tomó en cuenta los
argumentos de defensa planteados por aquellos (vulnerando derecho de
defensa), carece de sustento. A mayor abundamiento, se apr cia qu~€n los
fundamentos 14 al 18 de la recurrida, se analizaron los argum ntos de de
alegados por la empresa MANTTO,mientras que en los funda~~~~~/24 a se
analizaron los argumentos de la empresa AlDESA (orientados e~I'lca~nte la
individualizaciónde responsabilidades).

Sobre este punto, es necesarioprecisarque los argumentos de defensa planteado
por la empresa MANTT , e sustentaron principalmente en la segunda ec1aració
efectuada por el ing I o Victor Rodríguez Vargas, la cual, conforme ha SI o
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señalado en la resolución recurrida y en los párrafos precedentes, contiene
diversas inconsistenciasque le restan verosimilitud. Adicionalmente, cabe tener en
cuenta que el emisor del documento cuestionado es el ConsorcioSechura, el cual
manifestó contundentemente no haber expedido ni suscrito el documento
cuestionado, lo cual no fue desvirtuado a lo largo del procedimiento sancionador.
En ese sentido, la convicción del Colegiado se formó valorando todos estos
elementos, por lo que el argumento referido a que el Colegiado no tenía certeza
sobre la falsedad del documento cuestionado resulta insuficiente.

De otro lado, la empresa-ALDE5A sostiene que en ,aplicación del principio de
esunción de licitud, corresponde que se exima "de.. responsabilidad al"

a ministrado, toda' vez que el propio emisor del docume'nto cuestionado ha
d virtuado su falsedad. Asimismo, señala'_.que de acuerdo con senda
ju sprudencia nacional e internacional, para determinar que un proveedor es
e ponsable:tP.9r la présentación,;de.Jm _.documento¡rfalso,esTliecesarJo que el-'__ -''j ... .., ,. ' .._. ' __o I ~

r ,!:!naf~cue~f~ too. ~ni~ioS ~robatoriOsl:q~-de m~ne~!~1C;rJlsdr I~%~
d _~estrefl'qu:!er~ü~n.t0i!l cuestion~do ~,fal!;Ó, lo c~a.ll).o ~a.s.c:.U!rÁ~o::~n el
p ~nte caso, it043.,."v~z'",8l!e;Jasroamf~tad()nes-:,.~ectuadaSlrpo?,.ljjS1~lsores ,

~ 9.~nera ecnviCc:!tW'~bre 1~'Codldól1""deLdlJCÍlmentQjl~¡'~l.iiaPo-Jy no se
nga que valorar sólo una de ellas,. empleando criterios poco objetivos y

tontrarios a los derechos'fundamentales de los administrados. ".;;',,- "- :¡
Además, señala que la decisión adoptada a través de la recurrida ca'rece de

..fundamentos suficient~~para determinar que el doculTlentocuestionad~ sea falso,
más aun cuando posteriormente a su emisión se han incluido nuevos medios
probatorios que favorecen a que se mantenga la presunciónde veracidad sobre el
documento cuestionado.

15.

16. Sobre este punto, debe indicarse que el prinCipiO de presunción de licitud,
consagrado en el numeral 9 del artículo 246 del mo de la LPAG, únicamente
resulta aplicable cuando en el procedimiento exista insuficiencia probatoria o duda
razonable, lo cual, no ha ocurrido en el presentecaso, puesto que la manifestación
efectuada por el Consorcio 5echura, a través de la carta N° C5-001/2017, no
desvirtúa el sentido de la primera declaración donde, de manera co tuTfdente,•desconocehaber emitido y suscrito el certificado cuestionado, ademá éfelos otros
elementos probatorios valorados por este Colegiadoque confirma a con~ión \a
la que se ha arribado. En tal sentido, al mantenerse incólume la ersió primigenia
emitida por el Consorcio Sechura, y no existiendo otros medi obatorios~qd'
acrediten lo contrario, este Colegiado, luego de realizar una valoracltE'n rí'junt I y
razonada de todos los elementos obrantes en el expediente, con uye que la
decisión adoptada en la r rida, sobre la falsedad del certificado e trabajo de
fecha 17 de abril de 2010, ¡mantiene.
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Por tanto, los argumentos de la empresa ALDESAno resultan amparabies en este
extremo.

17. Finalmente, la empresa ALDESAtambién ha señalado en su recurso impugnativo
que, el análisis referido a la individualización de responsabilidades, se limitó
únicamente a la promesa formal de consorcio, lo cual constituye un limite al
principio de verdad material.

18. Al respecto, cabe señalar que, conforme ha sido explicado detalladamente en los
fundamentos 21 al 24 de la resolución recurrida, se aplicó el artículo 220 del
glamento por ser la norma vigente al momento de la comisión de infracción, el

u dispone que las infracciones cometidas por un consorcio durante el
imiento de selección y la ejecución del contrato, se imputan a todos los

te antes del mismo, aplicándose a cada uno de ellos la sanción que
rre nda, salvo que, (i) por la naturalezade la infracción, (H) la promesa formal
(iii) contrato de consorcio, o el (Iv) contrato celebrado con la Entidad, pueda

ndivi ualizarse la responsabilidad. La carga de la prueba de la individualización
corr nde al presunto infractor.

entendido, el análisis de individualización esbozado por el Colegiado, se
real" ó de acuerdo a los preceptos legalmente establecidospara ello, valorándose
lo medios idóneos pertinentes conforme a lo establecido expresamente en el
ículo 220 del Reglamento, esto es, sólo la promesa formal de consorcio, no

considerándose los otros elementos de dicho articulo por no corresponder al caso
concreto. En razón de ello, el argumento referido a que el análisis de
individualización limita el principio de verdad material, resulta inconsistente, puesto
que excedersede ellos constituiría un despropósitoen las actuacionesdel Tribunal.

./ Respecto de Jos argumentos del recurso de reconsideración interpuesto
por la empresa MANT. CONST. y PROYECTOSGRALESS.A.C.

19. La empresa MANT.CONST.y PROYECTOSGRALESS.A.C., en adelante MANTTO,
manifestó que la resolución emitida por el Tribunal debe ser declarada nula por
cuanto se omitió aplicar los principiosde causalidady culpabilidad, previstos en los
numerales 8 y 10 del artículo 246 del TIJOde la LPAG.

Sobre ello, refiere que, pese a que dichos principios son de apUc~ón,obligatoria
en lo que a materia sancionadora se refiere, en la motivación¡C1ela "resolución
recurrida se señalóque los mismosno seríanaplicablesal casoconcreto.

20. Sobre el particular, debe indicarse que, contrariamente a I
empresa MANTIO en su recurso impugnativo, el análisis de bilid d
integrantes del Conso '0, fue desarrollado en el fundamento 27 de la esolu
recurrida. Asimismo, e análisis del principio de causalidad fue abor ado
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fundamento 18 de la misma resolución, conforme se aprecia a continuación:

(..)
AdiClonalmendi, la 'empresa MANTTO SAC ''argumenta-'la Inexiste';da de una
conducta tipiC<J, toda vez que aplicadón de los prindpios de culpabilidad y
causalidad, el autor y responSable del documento falso sería el señor carlos -
Augusto Astorga Portocarrero. Sobre ello, señala que ha -celebrado un contrato
CQn dicha Pe na quien ten@ como fundón recaba'A revisar..r validar"la
JiÓCt.n!!en ',Jospro. tes.iapprléidos.. Solicitanddf(íl/;)I~Hl& supuesto

. :cafi<!q~e ,}t;e~ 'r~~bi7idaf:J,.esiti::rftaí~~b;etaj~jrA~~_O,
: :",sol~dtiJuna tJe..riCa'~ecl)TC2!P,aré1corrolxf!'iN'J¡j ~Cldiid d~ co(1tratoSU5cnto con
.eJsegqrqrlqsA~óASl'fJrgaPor!~~. :: _1 t..onrra~,ªcfOq~S"
.' iille,.. ,ª¡g): li;jj~ del Estado' .'

~I respecto, no debe _ONWtSé que ~~nas junofcas son entes cuya
aetuadón material siempre se da a través de personas naturales. Los personas
jurídícas carecen de la posibilidad material de realizar actuaciones tales como
presentar documentos u otras activídades, sin contar con el apoyo de.una o más

_ personas. naturales que se encarguen de la realizadónfísica- de los actos
resper:tívos.Lo elecdón de la persona natural a la que la p£rsona jurfdica encarga
realizar esas actuadones materiales la hacen -responsableante el ordenamiento'
jurídíCOpor los actos de aquella. Entenderlo de otra forma haría a las personas
jurídícas írresponsablesante el sistemajurídiCOpor las actuacionesmateriales que
realizan las personas que ellasmismas eligen para actuar en su representación lo
cual constituiría un absoluto despropósito.

Por ello, pretender trasladar la responsabílídada un tercero (persona natural),
solidtando se aplique el "prindpío de causalidad" y el ''príndpio de culpabílldad~
no resulta amparablepor este Colegíado.Masaún cabe recalcar, Quela infracción
tipificada en el literal í} del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley, se encuentra
referida a la presentacíón de documentos falsos o adulterado, lo que no signífíca
ímputar la falsíficaCiónen sí a aquél Que lo elaboró, puesto Que las normas
sandonan el hecho de la presentación del documento falso o adulterado sí
mísmo, no la autoriá o partidpacíón en la falsificación o adulteradón de aquel.

En tal sentído, en cuanto a Queel señor CarlosAugusto Astorga Poro rre sería
el autor materíal de la elaboradón del documento cuestiOnado,resu rtíne
tener presente que, a fin de analizar la responsabílídad administratíva r la
presentadón de el. umentadón falsa o adulterada, no resulta tra ndente
analizar la auto " la tramítadón y/o la elaboradón del documento, y/o, en
eneral cuaAuí '1". tra conducta acfjva u omísíva toda vez ue siem re será
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responsableel proveedor, de la veracidadde los documentos que presenta ante
la Entidad como parte de su propuesta con ocasión de un procedimiento de
contratación, ya sea que hayan sido tramitados por s/ mismo o por un tercero; y
es responsable de la infracción en un procedimiento sancionador, sin perjuicio
que el autor material puede ser identificado en la esfera corporativa interna del
proveedor.

Esto obliga a que los administradossean diligentes en cuanto a la verificación de
la autenticidad, veracidady fidelidad de los documentos y de la información que
presentan ante las entidades; lo que, por lo demás, constituye una obligación que
forma parte de sus deberes como administrados y le da contenido al principio de
correccióny licitud que rigen sus actuacionescon la Administración.

En consecuencia, dado que en atención al ''principio de causalidad" todo
administrado es responsablede la veracidadde los documentospresentados ante
la Entidad, hayan sido elaboradospor él mismo Opor un tercero, el argumento
esgrimidopor la empresaMANTTO5.A.C integrante del Consorcio,respecto a que
en la imputación del documento falso no le asiste responsabilidadpor haber sido
obra del señor CarlosAugusto Astorga Portocarrero, no constituye un elemento
que exima de responsabilidad a ningún integrante del Consorcio por la
presentación de los documentos cuya falsedad ha quedado demostrada, no
resultando pertinente la realización de una pericia que demuestre la relación
contractual existente entre la empresa MANTTOSACy el señor CarlosAugusto
Astorga Portocarrero.

En el presente caso se encuentra acreditado, conforme se ha expuesto en los
Fundamentos que anteceden los integrantes del Consorcio presentaron el
certificado de trabajo falso ante la Entidad, como parte de su propuesta técnica.

(1
27. Finalmente, es importante mencionar que tanto de la revisión de la

documentación obrante en el expediente administrativo como del análisis
expuesto, es posible advertir que el documento cuestionado fue presentado a la
Entidad a efectos de acreditar la experiencia del personal propuesto; sin
embargo, cabe mencionar que este fue presentado sin efectuar la verificación
pertinente por parte de los integrantes del Consorcio, lo cual demuestra una
negligencia respecto del deber de comprobación de la autenticidad, de manera
previa a su presentación ante la Entidad, de la documentación sucedánea y de
cualquier otra información que se ampare en la presunción de ver. r:i '/!Id,En ti!1
sentido, este Colegiado considera que queda acreditada la cul. biJidad df:Jos
integrantes el Consorcio,conforme a lo establecidoen el numera 10 del art76 10
230 de la LPAG.En esa misma linea, este Colegiado no advie.1e cory1Ício
eximentesde responsabilidadadministrativa, por parte de aquellos.V

(.),
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simismo, en relación a" la' aplica"Ción del principio de causalidad, debe indicarse
que la" empresa MANITO, pretendió trasladar" su responsabilidad' en un tercero
(persona natural que no formó parte del consorcio), el cual, según refiere, sería el
autor material de la elaboración del documento cuestionado.

COmo puede verse, a través del citado análisis, el Colegiado pudo advertir que la
conducta de los integrantes del consorcio, relacionada con la presentación del
documento cuestionado, evidenció una negligencia respecto de su deber de
diligencia, de comprobar la autenticidad de la documentación presentada como
parte de su propuesta técnica. En ese sentido, al tenerse presente que la
culpabilidad no sólo se manifiesta a través de un comportamiento doloso, sino
también a través de la culpa (entendida como el nivel de negligencia, imprudencia
o impericia) se advierte, en el presente caso, que fueron los integrantes del
Consorcio quienes presentaron al personal propuesto como especialista ambiental;
por lo que, en lo que respecta a acreditar la experiencia de éste, tanto la empresa
M O como su consorciado, debieron actuar de manera diligente en comprobar
la v racidad de los documentos que '~pretendían 'acreditar dicha experiencia,
c nf me lo disponía el numeral 42.1 del artículo 42 de la LPAG, norma vigente al
m m ng,.en que se.cometió la infracción (~y. n~n~~ral ~9.t,r?mr~~S~!0:.49del"

O e la PAG)".~que expresa.;;que!.los::-documento$ Rresentaaos por los
ad e¡ i:trados' e~un~'proc~di~lentd adminfst~~.tí.'(q/;(e,qmo~s £rirptoeea¡~Yliénió:r-de

'1' on), fjse; 8fE!sumef1,iyefl~a:ados por qU,len~hace. usO;_d~.drl,lp,~H~iili(~mp lo
expt . do ep"':el in~iS().1-derartículº)~6dé laJ.~AG que precisa que es~de6e°¡-del
adrnl istr:adó#l"comprobá'r ;previamenté'. a su presentaciÓn añie..1a~rfiltidad, la
aute ticidad de la documentación- sucedánea y de cualquier'otra información que
'Se pare en la presunción de veracidad (hoy numeral 4 del artículo 65 del TUO
de a LPAG). -'

Sobre este punto, conforme se puede apreciar del análisis esbozado en la
resolución recurrida, el Colegiado desestimó dichos argumentos, por cuanto era
responsabilidad de las empresas consorciadas verificar la veracidad de los
documentos presentados ante la Entidad, hayan sido elaborados por él mismo o
por un tercero, no resultando trascendente analizar la autoría, la tramitación ylo la
elaboración del documento, Ylo, en general, cualquier otra conducta activa u
omisiva, toda vez que siempre sería responsable el proveedor, de la veracid e
los documentos que presenta ante la Entidad como parte de su propuesta con
ocasión de un procedimiento de contratación, sin perjuicio que el aytór .!Jlilteffal
pudiera ser identificado en la esfera corporativa interna del proveedo~

En tal sentido, el argumento referido a que la resolución recurrida adolec e u
vicio de nulidad ca ece de sustento, por lo tanto, no corresponde am arar l
argumentos expue
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21. De otro lado, la empresa MANTTOtambién ha señaladoque, como parte del deber
de diligencia de la empresa, se contrató a un profesional para que se encargara de
reclutar al personal que intervendría en el proceso de selección, el cual debía
reunir y revisar cada documento correspondiente a la experiencia de dicho
personal, entre ellos, la del ingenieroVictor RodríguezVargas.

Agrega que, de acuerdo con el principio de causalidad, la responsabilidad sólo
debe recaer en quien realizó la conducta omisiva, y en el presente caso, quien
habría conseguido y adjuntado el documento falso en la propuesta técnica, habría
sido el señor CarlosAugustoAstorga Portocarrerro.

mbién, manifiesta que lo expuesto guarda relación con el principio de
pabilidad, toda vez que este va dirigido a imputar la responsabilidad a quien

mente haya cometido la infracción, el cual apunta nuevamente al señor
os AugustoAstorga Portocarrerro.

So e el particular, atendiendo a lo manifestado por la empresa impugnante, es
me ester traer a colación nuevamente el fundamento 18 de la resolución
rec rrida, el cual se reproducea continuación:

(..)
18. Adidonalmente, la empresa MANTTOSAC argumenta la inexistencia de una

conductiJ típica, toda vez que aplicación de los prindpios de culpabilidad y
causalidad, el autor y responsable del documento falso ser/á el señor carlos
Augusto Astorga Portoearrero. Sobre ello, señala que ha celebrado un contrato
con dicha persona quien tenía como fundón recabar, revisar y validar la
documentadón de los profesionales aportados, soliCitando que en el supuesto
caso que existiese responsabilidad, esta recaiga sobre tal persona. Asimismo,
solicita una pericia técnicapara corroborar la veraddad del contrato suscrito con
el señor carlos AugustoAstorga Portocarrero.

Al respecto, no debe olvidarse que las personas junoicas son entes cuya
actuadón material siempre se da a través de personas naturales. Las personas
jur/dicas carecen de la posibilidad material de realizar aduadones tales como
presentar documentos u otras adividades, sin contar con el apoyo de una o más
personas naturales que se encarguen de la realizadón físi ~ los actos
respectivos. La elecciónde la persona natural a la que la perso a jUrlo/ca encarga
realizar esas actuaciones materiales la hacen responsable a e elorde' miento
jurfdico por los actos de aquella. Entenderio de otra forma aria a 1.s.
juridicas irresponsablesante el sistemajunoico por las actua iones ateri que
realizan las personas que ellasmismaseligenpara actuar en su rese taci 'n, lo
cual constituiría u absoluto despropósito.
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Par ello, pretender trasladar la responsabilidad a un tercero (persona natural),
solicitando se aplique el "principio de causalidad" y el ''principio de culpabilidad~
no resulta amparable por este Colegiado.Masaún cabe recalcar, que la infracción
tipificada en el literal i} del numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley, se encuentra
refenda a la presentación de documentos falsos o adulterado, lo que no significa
imputar la falsificación en sí a aquél que lo elaboró, puesto que las normas
sancionan el hecho de la presenfadón del documento falso o adulterado en si
mismo, no la autoría o participación en la falsificación o adulteración de aquél.

En tal sentido, en cuanto a que el señor CarlosAugusto Astorga Portocarrero sería
-_.,el autor material de la elaboración del documento cuestionado, resulta pertinente

tener presente que, a fin de analizar la responsabilidad administrativa por la
presentación de documentación falsa o adulterada, no resulta trascendente
,analizar la autoría, la tramitación, y/o la elaboración 'del documento, :.y/o, en
eneral, cualquier otra conducta activa' u omisiva;' toda vez que Siempre será
'Sponsableel proveedor, de la veracidadde los documentos que presenta ante,

'd"En[idad ,,~tr1o.:opartede~SU~Pf'OP!!esta"con",~Si~ dé)uf}?~imiento de'
ntraf?ci6ri, JI!! 'sea;que h;J~n sIdO.tragiJl:adoS-:porSI(71iSfl?of?,/!p,r_unJera;ro~' Y,

es resjjonSabliF in~ón en an""procedim¡ento~saliC/Óifáif(jh"':J/SJnq5e;jb'lcio
que el autOr ro. o o., ': ser identifididO:en fa esfera,corpprati'@.¡nter,w del

R'oV<ffii01/lhi I ~~i;~;~dT"",
;: ",. ~'.

Esto Oblig~a que los 'administrados sean diligentes en cuanto a la verificación de
la autenticidad, veracidady fidelidad de los documentos y de la información que
presentan ante las entidades; lo que, por lo demás, constituye una obligación que
forma parte de sus deberes como administrados y le da contenido -al principio de
correccIóny licitud que rigen susactuaciones con la Administración.

En consecuencia, dado que en atención al ''principio de causalidad" todo
administrado es responsablede la veracidadde los documentos presentados ante
la Entidad, hayan sido elaborados por él mismo o por un tercero, el argumento
esgrimido por la empresaMANTTO5.A.C integrante del Consorcio, respecto a que
en la imputación del documento falso no le asiste responsabilidadpor haber sido
obra del señor CarlosAugusto Astorga Portocarrero, no constituye un elemento
que exima de responsabilidad a ningún integrante del Consorcio por la
presentación de los documentos cuya falsedad ha quedado demostrada, no
resultando pertinente la realización de una pericia que demuestre la relación
contractual existente entre la empresa MANTTOSAC y el señor carlos Augusto
Astorga Portocarrero.
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recurrida que las personas jurídicas carecen de la posibilidad material de realizar
actuaciones tales como presentar documentos u otras actividades, sin contar con
el apoyo de una o más personas naturales que se encarguen de la realización física
de los actos respectivos. En ese entendido, la elección de la persona natural a la
que la persona jurídica encarga realizar dichas actuaciones materiales, la hacen
responsable ante el ordenamiento jurídico por los actos de aquella, lo cual incluye
la presentación de documentación ante las diversas Entidades. Tal como se precisó
en la recurrida "Entenderlo de otra forma haría a las personas jurídicas
irresponsablesante el sistemajurídico por las actuacionesmateriales que realizan
las personas que ellas mismas eligen para actuar en su representación/ lo cual
constituiría un absoluto despropósito.n

n I sentido, considerando que los argumentos de la empresa MANlTO se
enc entran orientados a trasladar su responsabilidad al personal que fue
cont atado para realizar sus actuaciones materiales, este Colegiado considera que
dich s argumentos no pueden ser amparados, por cuanto el deber de diligencia
(pri cipio de culpabilidad) resulta inherente a la persona jurídica que participa en

s rocesos de contratación; de igual forma, en relación al principio de causalidad,
Od administrado es responsable de la veracidad de los documentos que presente

an la Entidad, hayan sido elaborados por él mismo o por un tercero. Por
ca siguiente, lo alegado por la empresa MANITO carece de sustento jurídico y
f ico.

23. n otro extremo, la empresa MANITO manifiesta que, de acuerdo con el numeral
10 del artículo 230 de la Ley N° 27444, la responsabilidad administrativa es
subjetiva. SObre ello, señala que sólo puede sancionarse a aquel que haya sido el
autor directo e inmediato del hecho susceptible de infracción, siempre que este
haya actuado con dolo o culpa. Por elfo, señala que el Tribunal no puede irrogarse
facultades legislativas al afirmar que la responsabilidad es objetiva.

Agrega que, si bien la modificatoria de la normativa de contrataciones contempla
que la responsabilidad es objetiva, esta aún no se encuentra vigente, por lo que
únicamente debe considerarse la responsabilidad subjetiva para la configuración de
la infracción.

Además, sostiene que se ha hecho una incorrecta interpretación de la armas en
el tiempo, puesto que se pretende sancionar a la empresa por, s puestamente,
haber incurrido en responsabilidad objetiva, cuando la norma vige e señala q~e la
responsabilidad es subjetiva, y en el presente caso, ello no ha""" o
configurarse, toda vez que fue un tercero (el señor Astorga) quien aROrt: Y verifICó
el documento calificado como falso. V

24. Al respecto, debe reite a nuevamente que el Tribunal, consideran las norma
vigentes, ha realizad I correspondiente análisis de culpabilidad pl-eVisto en
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numeral 10 del artículo 246 del TUO de la LPAG,conforme fue señalado en el
fundamento 27 de la resolución recurrida. En ese sentido, la afirmación de la
empresa MANTTO carece de sustento.

..

Teniendo en cuenta ello, el análisis de la responsabilidadsubjetiva que ha alegado
Impresa MANITO, no exime a los consorciados de responder,.por habE!r
re ntado documentación falsa como parte de su oferta, pues de la 'revisión del
xp ,,.Le~~ef;J1,0se a.dX!e!,=~ningúnmcediOp'robaJori~"!R~~aCfediJ~fflWfi~ll~~P?:delos
on raados haya,:.cumplld.oco,º ~u~r legal ~e'venficar I't.doc-um~ntac!on.que
p e~e~tó"a!lte IC:("Entidad, ni' irifposibili~ad!pa~,waJizar leila 'óportúnanientélEn
h cudencia,,_q(jedatde!!10~ad~la falta de di~~enda}I,.relsP~u£iffirJ~~rn~~ ha

an IZa o nreVlamene. .,... .. " de; Estado
icionalmente, cabe añadir que el posible beneficio derivado de la presentación

e un documento falso dentro del proceso de selección, que no haya sido
detectado en su momento, será aprovechable directamente por el postor;
resultando razonable que sea él también quien soporte los efectos administrativos
de su presentación, en.caso ¡::¡uedicho documentQ.falso sea detectado. En razón
de ello;' --él '-'argumento -de la empresa MANTTO, orientado a trá-sladar la
responsabilidad a un tercero (persona natural, que por cierto no formó parte del
consorcio) no resulta amparable.

Ahora bien, a efectos de abordar al análisis del principio de culpabilidad, recogido
por el numeral 10 del artículo 246 del TUO de la lPAG, debe tenerse presente que
el mismo no sólo se manifiesta a través de un comportamiento doloso,
entendiéndose como la intencionalidad del agente en la comisión de la infracción,
sino también se encuentra constituido por la culpa, es decir, por el nivel de
negligencia, imprudencia o impericia.

25. Finalmente, la empresa MANTTO manifiesta que el Tribunal no esperó la respuesta
del Consorcio Sechura, la cual, según refiere, era crucial para el desarrollo del
caso.

Sobre ello, manifiesta que, de acuerdo con el Toma RazónElectrónico, el Consorcio
Sechura cumplió con absolver el pedido de información el 22 de marzo de 2017;
sin embargo, el Tribunal se adelantó y expidió la resolución. En tal sentido, pese a
que el Tribunal requería el pronunciamiento del citado Consorcio,~lvió,sin
pruebas ni elementos suficientes para sancionar a la empresa, lo cual aten,ta
contra el derecho al debido proceso y a tener una resolución debidamente
motivada, ya que se ha trabajado en base a suposiciones,fiín cpntafCon ¡ I
pronunciamiento del citado consorcio. L--"

26. Sobre el particular, de r' recisarse que en el expediente se enco aban as
pruebas y elementos s I ntes para que se emitiera un pronuncia lento; ta es
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así que la resolución recurrida, fue emitida sobre la base de una valoración
conjunta y razonada de todos los elementos probatorios obrantes en el expediente,
y dentro del plazo legalmente establecido para ello, conforme lo establece el
artículo 222 del Reglamento. Además, conforme fue expuesto en el numeral 8 de
la presente resolución, el plazo que tenía el consorcio Sechura para remitir la
información que le fue solicitada a través del Decreto del 9 de marzo de 2017,
venció el 17 del mismo mes y año y la resolución recurrida fue emitida el 21 de
marzo de 2017.

Sobre ello, cabe señalar que, si bien este Tribunal consideró pertinente solicitar
j ormación adicional al Consorcio Sechura, dicho hecho no limita la potestad del
Tn unal de resolver con la documentación obrante en autos, pues en el
ex diente administrativo obra información relevante que permite concluir
váli amente en la responsabilidad de los integrantes del Consorcio.

se entendido, cabe traer a colación los fundamentos 10 al 14 de la resolución
rrida, a través de los cuales, se desarrolló el análisis sobre la falsedad del
umento cuestionado, tomando en cuenta la declaración del señor Jesús Tulio
rreto Daga, en su calidad de representante común del Consorcio Sechura:

(...)

17. Adicionalmente, la Entidad, mediante carta Na 218-2016-ELC7, solicitó al
Consorcio5echura (emisor del documento cuestionado), confirmar la veracidad y
exactitud del Certificado de Trabajo de fecha 17de abril de 2010, el cual habr/a
sido suscrito por su representante legal.

18. En respuesta a la Entidad, el Consorcio5echura a través del señor Jesús TuJio
Barreto Daga, en su calidad de representante común del Consorcio 5echura,
manifestó a través de la carta CS-004-201618, que el certificado de trabajo
cuestionado no habla sido expedido por su representada y que la a /Je
obraba en aquel no le correspond/a,conformese aprecia a continuació :

" (. ..) en a n ¡' ~ a 02 -2 1 - l f¡, 22.
'n la In h nlA ar I fi, Trabao

Va~a soli ¡in n informar A 'f1 . j, d
exactitud del documento.

17Documento obrante en el folio 38 del expediente administrativo.

18 Documento obrante en el folio 4 d expediente administrativo.
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Al resoecto. debemos indícar que el referido Certificado de Trabajo no
fue expedido DO( el Consorcio que reoresento, v tampoco ha sido
firmado por el suscrito.

(...)"

(El resaltado y subrayado son agregados)

1,9. En este punto, cabe traer a colación que, para desvirtuar la presunción de
veracidadde los documentos presentados ante laAdministradón Pública,esto es,
para determinar la falsedad de un documento, este Tribunal ha sostenido en
reiterada y uniforme jurisprudenda que resulta relevante la mamfe5tadón
efectuada por el supuesto emiso~ a través de una 'comunicadón, en la que
manifieste que el documento cuestionado no ha sido expedido por este, o donde
se niegue la firma de los supuestos suscriptores. . .:

. • '._' _'o __ . ¡Orgamsmo',
"En,ese¡se~~jo/}...c;ontándO# en alitiJs'Cfii!!,:![eelarafón../!/p(fiMgü:it¥f!s¡lj,!!iO
Barreto,'Daga(:."~"'SlIcalidad de reprise.ntanreq;mun del Consorcio secnura,
quien (¡gura en :éC'dacumento euestiuriado como ql dUPIllistatSú£rfPtór del

tr~= d:~XtiJ::'~:f;~=nfrf!:!¡fi!n:~~:1t&~~ag:c:e~u~:
al cual representa, sino que, además, ha negado la suscripción (firma) del
mismo; por lo que en prino'pio,se tiene que el documento cuestionado es falso.

21. Ahora bien, la empresa MANTTOSAC ha alegado en sus descargos, como
argumento de defensa que, el Certificadode TrabajOde' fecha 17 de abril de
2010, emitido por el Consorcio 5echura, sI fue suscnto por su representante
legal, el señor Jesús TulioBarreto Daga, motivo por el cual, se ratifican en su
validez. Paraeste efecto, señala que tanto el Consorciocomo el ingeniero 14Ctor
Rodr/guez Vargasdeben ratificarsesobre la veracidadde los documentos.

Al respecto, este Colegiadomediante Decreto del 9 de marzo de 2017, solidtó al
Consorcio Sechura y al Gobierno Regional de Piura informadón adicional. Sin
embargo, pese a haber sido debidamente notificados el 9 de marzo de 2017,
tanto el Gobierno Regional de Piura como el Consorcio5echura no cumplieron
con remitir la informadón solicitada.

No obstante, a pesar de effo, debe tenerse en cuenta que obra en el.eXjJed'en.,te
la documentación remitida por la Entidad producto de su fiscalizacir.po~er'.fr _
(la cartiJCS-DD4-2016del26 de setiembre de 2016), a través de la?!al, el :snpr
Jesús Tulio Barreto Daga (representante legal del Consorcio !jéchu¡yYYa ra
emitido pronunciam"ento al respecto negando la autenticidad~ocu!!!M
cuestionado y naciendo la firma obrante en éste, no contá~ 'ion
elemento pro r. que lo desvirtué, lo cual ha Sido materia de valOradón r
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parte de este Tribunal. Adidonalmente, obra también la declaración del ingeniero
Víctor Rodríguez Vargas negando de forma contundente y categórica, el contar
con la experiencia profesional contenida en el certificado de trabajo cuestionado,
manifestando indusive de forma expresa que no tuvo participadón en la obra
aludida en el dtado documento.

(...r

Como puede verse, el Tribunal fundamentó su decisión basándose en la
declaración efectuada por el emisor del documento cuestionado, quien
anteriormente ya había emitido opinión respecto de la falsedad de aquel
documento, y además contando con elementos adicionales que permitieron
generarse convicción respectoa la responsabilidadde los integrantes del Consorcio
en la comisión de la infracción imputada, como lo fue la declaración inicial del
eniero Victor Rodríguez Vargas. En razón de ello, alegar que la resolución

rec rrida carece de motivación suficiente o que atenta contra el debido
pr edimiento carece de sustento, pues como bien ha sido esbozadoen el análisis
de I resolución recurrida, existieron elementos relevantesque permitieron resolver
váli amente el procedimiento sancionador. Por lo demás, conforme se puede
apr ciar de los fundamentos 7 y 8 de la presente resolución, dicho documento no
en !Va la conclusiónde falsedaddel certificado de trabajo del 17 de abril de 2016,
a que arribó este Colegiadoen la recurrida. Siendoasí, este Colegiadoconsidera
q e deben desestimarse los argumentos expuestos por la empresa MANTTOpor
recer de sustento.

Resoecto de la ampliadón de los argumentos del recurso de
reconsideradón interPuesto por la empresa ALOESACONSTRUCCIONES
SA SUCURSAL OEL PERU

30. Ahora bien, mediante escrito N° 02, presentado el 19 de abril de 2017 ante la
Mesa de Partes del Tribunal, la empresa ALDESA CONSTRUCCIONESS.A.
SUCURSALDELPERUamplió sus argumentos de defensa inicialmente planteados y
presentó un nuevo elemento probatorio a efectos de solicitar que se individualice
la responsabilidadde los consorciados,considerandolos criterios establecidosen la
normativa de contrataciones vigente, en aplicación del principio de retroactividad
benigna que rige el procedimiento sancionador.

Al respecto señala que, en la resolución recurrida, el an lisis sao/e" la
individualizaciónde responsabilidadesfue realizadade acuerdo a I estaglecido en
el artículo 220 del Reglamento aprobado mediante el Decreto S pre¡::n6N° 3 -
2015-Ef, por el cual sólo correspondía evaluar, en el presente ,la reme
formal de consorcio; i embargo, a la fecha, el artículo 220 del Regl mento h
sido modificado, por ue correspondeevaluar el acuerdo privado d 2 de junio
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de 2016 con firmas legalizadas que fue presentado durante el procedimiento
sancionador, donde se verifica que el profesional cuestionado formó parte de los
profesionales propuestos por la empresa MANTTO S.A.e.

Asimismo, precisa que dicho acuerdo se concretó sobre la base de un "pre
acuerdo" suscrito con anterioridad al acto de presentación de propuestas¡ en
donde se proyectó qué profesionales serían presentados por cada integrante del
Consorcio. En tal sentido, solicita que dicho documento sea considerado para el
análisis de la individualización de responsabilidades.

31. Sobre el particular, debe indicarse que la solicitud de individualización de
responsabilidades alegada por la empresa "ALDESA, se sustenta en diversos
acuerdos que dicha empresa suscribió con su "oonsorciada MANTTO, Jos cuales se
detallan a continuación:

"A 'la'." ' é ,,'- de -- ') dt1r'E'."hi<Il)O,Acuerao:~e c.a., uuraCion,-( om~¡s({ :; ;~.os.orci~ re Il;:l,. a: ~ l:le" ma~zo
de 2016, presentado como parte de los 'deScargos dé la.empréSáAlOESA.en
el. marco del prO<:edimieñio;sancionador,¡'el"2i"de noviembre de 201".19, ' 'fF. 11:;"'" ", ' l, ~\.Ji;L1arO""¡\JlI~~

"Acuerdo' privado."de fecha ittciiüniÓ'i::Ie,'20i6; cOn fi~as.]ega¡IZ~S20de los
señores Martín Felipe Velayos Arredondo y José Conchillo Sáez, presentado
como parte de los descargos de la empresa ALDESA en el marco. del
procedimiento sanci~mador, el 21 de noviembre de 2016.21

iii. Acuerdo privado de fecha 14 de abril.~e 2016", con firmas legalizadasll de
los señores Martín Felip"e-Velayos -Arredo'¡'do y "José' Conchillo Sáez,
presentado como un elemento nuevo introducido en la ampliación de los
argumentos de la empresa ALDESA en el marco del recurso de
reconsideración, el 19 de abril de 2017.23

Como puede verse, la empresa ALDESA presentó al Tribunal tres
privados, de los cuales, dos (2) de ellos cuentan con certifi
efectuada ante el Notario Público de Lima, Wilson Canelo Ramírez.

Ahora bien, de la revisión de los acuerdos que cuentan con certificación nota '
aprecia que el "Pre Acuerdo" del 14 de abril de 2016 presenta el siguiente nor:

Iq Documento obrante a folios 1474-1480 del expediente administrativo,
20 La certificadón notaria! fue efectuada por el Notario Público de Urna, Wilson canelo Ramírez.
21 Documento obrante a folios 1507-1509 (anve y reverso) del expediente administrativo.
22 la certificadón notarial fue efectuada por el otario Público de Urna, Wilson canelo Rarnírez,
23Documento obrante a f~ios 1635 (anvif/J reverso) del expediente administrativo,
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COnforme se aprecia, el "Pre Acuerdo" aludido por la empresa ALDESA consiste en
un documento privado con certificación notarial de las firmas correspondientes a
Jos señores Martín Felipe Velayos Arredondo y José Conchillo Sáez, el cual fue
suscrito en una fecha anterior a la de la presentación de propuestas.

En tal sentido, considerando que el texto del citado "Pre Acuerdo" señala que el
profesional en "impacto ambiental" sería aportado por la empresa MANTTO, se
entiende que la pretensión de la empresa ALDESA, consiste en que se individualice
la responsabilidad tomando como sustento el referido "Pre Acuerdo" de fecha 14
de abril de 2016.

32. P c do ello, en forma previa a realizar el análisis de individualización de
r spo sabilidades solicitado por la empresa ALDESA, este Tribunal considera
rtine te resaltar los siguientes hechos:

E 17 de octubre de 2016, se dio inicio al procedimiento administrativo
ndonador contra los integrantes del Consorcio Santa Clara Sur,
nformado por las empresas ALDESA CONSTRUCOONES S.A. SUCURSAL
N PERU y MANT. CONST. y PROYECTOS GRALES S.A.C., por haber
presentado supuesta documentación falsa como parte de su propuesta
técnica, en el marco del proceso de selección.

El 21 de noviembre de 2016, la empresa AlDESA presentó sus descargos,
centrando su defensa en la individualización de responsabilidades.

En dicha oportunidad, la empresa ALDESA manifestó que el 3 de marzo de
2016, suscribió con su consorciada MANITO, un acuerdo de
colaboración (compromiso de consorcio), con la finalidad de preparar y
presentar una oferta conjunta al proceso de selección, tal y como se
desprende del numeral 2 del acápite 1 de sus descargos:

"El día 03 de marzo de 2016, mi representada suscribió con la empresa
MANTENIMIENTO,CONSTRUCOÓNy PROYEO"OSGENERALESS.A.C., en
adelante MANTTOSAC,un compromiso de cola!Joradóndonde se manifestó
la voluntad de ambas empresas de colaborar coniuntamente en la
preparacióny oresentaciónde l li i d ara la 'fi, a -óndel

n u r Iificas rar re r na
oferta conjunta, yen casode resultar ganadoressuscribir 1contrat ."

(el resaltadoy subrayadoes agregado)

Asimismo, conf rme se desprende del numeral 3 del acápite 11 d ci do
documento la empresa AlDESA manifestó que el 2 de junio 20 6,
suscribió su consorciada MANTTO un segundo acu do p ra
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precisar el nivel de participación en los aportes de documentación que
fueron presentados en la propuesta:

"( ..) el día 02 de junio de 2016~ una vez que ya se habían estructurado y
obtenido todos los documentos para la propuesta~ los consordados
suscriben un segundo acuerdo Rara precisar el nirel de ParticiPaciÓn
en 105 aportes de documentaciÓn que fueron presentados en la
fl!1:c1iL' otorgando nuevamente base y legitimidad a la promesa formal de
consorcio. En este acuerdo se identificó que documenfadÓn fue aportada por
cada uno de los participantes (...)".

el resalfado y subrayadoes agregado)

s efectos, adjuntó como medios probatorios dos (2) documentos: i)
o de colaboración (Compromiso de consorcio) de fecha 3 de marzo

• y ii),eLf"Cu~rdo priv.ado_dE:!~cn~,;7,de,!uniOideª~~.9ilf:Rr.t2ndo este
\J mo on ,Jas--firmas cerpticadas-{je-,lo.~- ..sen~res' Martin Felipe Yelayos

r do do Y JoSé OmchillOSáez, ~, j ;,upenlisor ae laS

,," L -,:- , ,,""',', ¡ ,CQntratadones
__ e maq;0;;~-20}", ~!I~vq_a.91bo ta.,~U3JenCla;pu!ah~cp~f~pondlente

'al,.pr cedimiento administrativo sancicfr.ador,::IJen la' cual; ,~TábOgado que
reali ' el informe oral en representación de la empresa ALDESA24 manifestó
lo s' uiente, en relación a la individualización de responsabilidades:

"(...) antes del proceso de selección ya se habla suscrito un acuerdo el) de
l!1ilaIl donde se estaba regulando internamente como nos íbamos a
manejar, y ahí pueden ver la dáusula' dos y la ct.iusula quinta donde se hace
referencia a prestadones que van a ser hechas por cada una de las partes,
aun no identificadas porque no ten/amos al personal propuesto; después de
esto se firma la DrDmesa formal de consorcio que se aplica al
procedimiento de selección, y el dia del acto de la oresentación de las
oroDuestas. cuando ya teníamos toda la reladán y quién habia
puesto cada persona. se firma una PreCisión del acuerdo de
colaboración entre MANTTO y ALDESA, donde se establece claramente
quién va a presentar a cada uno de los miembros del staff (...)"

Así tenemos que se mencionaron los siguientes documentos: i) acuerdo del
3 de marzo de 216, ii) acuerdo privado del 2 de junio de 2016 y iii esa
formal de consorcio presentada el 2 de junio de 2016 en propuesta
técnica,

iv, EI21 de marzo de 2017, el Tribunal emitió la Resolución N° O -201
52, mediante la cual dispuso imponer sanción administra' a los
integrantes del Consorcio, por el periodo de treinta y seis (36) eses, po la

I
gistro en el Colegio de Abogado N° 36846.
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comisión de la infracción referida a la presentación de documentación falsa o
adulterada.

v. El 28 de marzo de 2017, subsanado el 30 del mismo mes y año, la empresa
ALDESA interpuso recurso de reconsideración contra la Resolución N° 0353.
2017-TCE-S2, señalando literalmente, respecto a la individualización de
responsabilidades, lo siguiente:

''Sinpeljuicio de lo expuesto, también es importante señalar que el Colegiado,
en lo Que resoecta a la ;ndírídualización de la resoonsabilidad, limitÓ
el análisis a la promesa formal de consorcio. el único documento que

do ser presentado en su oferta puesto que mi representada no obtuvo la
b na pro, pero no consideróque acreditan que no se tuvo partldpadón en la
p sentadón de un documento supuestamente falso, desvirtuando el Principio
d. Verdad Material que este colegiado siempre argumentó al solicitar
in nnadón adidonal y disponer pruebas de ofido. "

~ V resaltado y subrayado es agregado)

Nueva ente menciona la promesa formal de consorcio sin mencionar otro
docu ento. cabe precisar que, contrariamente a lo señalado en su recurso,
la p mesa formal de consorcio no señala expresamente25 quien sería el
ap ante de los profesionales, es decir, no acredita de ninguna forma que
A ESA no tuvo participación tal como alegan.

El 11 de abril de 2017, se llevó a cabo la audiencia pública correspondiente
al recurso de reconsideración interpuesto por la empresa ALDESA, en la
cual, su abogado, manifestó en relación a la individualización de
responsabilidades, lo siguiente:

"(..) I úni n e em
formal de consordo, y al/¡; es un fonnato
descalificaciones, n e o n
i re rmln d. nal a

el mismo día n defini ul n nian ue
presentar cada oersonal se hace un acuerdo. un acuerdo que á con
firmas legalizadas, es decir, tiene una fecha cierta, entonces, la natu leza de

25 OPUGACJQNES DEAJ..DESol CQNSTRUCaONt5. 5./1. SlXlIRS41 EN fERU " 50% de 0bIiqiKi0nes
lABORES DE EJ£cuaON DE lA OBRA 50 {%}
lABORES ADMINISTRATIVAS rFINANCIERAS 50 {%}

lABORES DE EJ£ClJC1ONDE 50 {%}
lABORESAOMINJSrRA17VAS 1 NClERAS 50{%}

TOTAL: I(}()%
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la prestación, es decir, quién va a presentar cada cosa, no se puede
determinar fehacientemente de la promesa formal de consorcio ooraue en
ese momento no se sabía; ese mísmo día, cuando ya se define. se
presenta la Promesa r se hace la orecisiÓn sobre el acuerdo bilateral
que nos lleva al consorcio. El Tribunal cuando hace el análisis, y se limitE
en decir que sólo puede verificar esos documentos, y no otros, en realidad
está limitando un poco nuestra defensa, porque queda daro que, con fecha
cierta, tanto así, que la nueva normativa que ha entrado en vigencia el3 de
abril¡ permite que cualquier documento con fecha cierta, sea posible
determinar la individualización, si nosotros nos limitamos o nos limitan a
nosotros como administrados,.Ia posibilidad de demostrar de que no hemos

Cipado en la falsificación, entonces, el principio que siempre se reclama,
rdad material¡ estájugando solamente para el órgano sancionador, que

e utilizar todos los medios posibles que estén a su alcance para descubrir
falsificación o una inconduda, pero yo que tengo que defender esa

,s ción solamente puedo limitarme a determinados documentos. (...) esta
ns~~óndsobre la base-del.dt}ClJfT1efJto.qes~htita;,/1Tq~ 'P[etende es

el nd;~,,~os-ianc;pn!!.'a;no5otr;P~.irs~i nOs'exim~ ,de ~Ot!~~e.spo.'!f!.biptjf!d,
n 'solamente.pprque-es muy posible la identificacion)l¡[Jé;flüéJá 'J02zs,'es

ur, pOSible~/i:J'#,rit¡!iciciónde quit#l~~ cO'm~tidO:cad~'-~f11:y¿ff{f;f,l~:-base
"d~;/a nueviJ.¿.!JormamásJiJYpri/b1e'Il5e}n¡¡U1breel aJi1H,coae pos/bt7idades

~para QIJ!# Jti$f?_~ocúmenjti~qüe 'en-.'OrigiflaJ ef CQ!e{¡iidd:c@::tomó en
consideración, ahora sí sea considerado, porque ahí expresamente se dice
cualquier documento que tenga fecha derta, y el documento que nosotros
presentamos para precisar quién de las empresas presentaban determinado
personal¡ ah! si clarito está legalizado ( ..) la dedsión que ha tenido el
colegiado nos afecta de sobremanera, y sobre un tema que nosotros no
hemos tenido participadón por. documentos que están acreditados en el
expediente y por un documento que no fue tomado en consideración en su
momento, y que con la norma más favorable, ese documento s! puede ser
tomado en consideración (...)".

La defensa de ALDESA,menciona más de una vez que al momento de la
presentación de propuestas, esto es, el 2 de junio de 2016, no conocían
quien de los dos consorciados iba a presentar a determinado personal; por
ello, lo precisanen un acuerdo de la misma fecha, vale decir, el mismo 2 de
junio de 2016, En este punto, cabe señalar que lo manifestado por ALDESA
resulta inconsistente con el documento que a continuación se detalla en el
punto vii), pues contrariamente a [o señalado por esta, quien ha sostenido
que no conocía al 2 de junio de 2016 qué personal iba aportar
consorciado, presentan un pre acuerdo del mes de abril del 20 con tal
información.

vii. El 19 de abril de 2017, la empresa ALDESA,en una ampli e los
argumentos de su re<;ursode reconsideración incluyó un elemento oev,
señalando que, en lIcación del principio de retroactividad beni a, resul a
relevante para ef I de la individualización,valorar el "pre a uerdo" el
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14 de abril de 2016, ademásdel acuerdo privado del 2 de junio de
2016, suscrito con anterioridad al acto de presentación de
propuestas.

33. En torno a lo expuesto, en relaciónal tiempo y oportunidad en que el citado "Pre
Acuerdo" fue aportado, este Tribunal no puededejar de advertir lo siguiente;

i. Pesea que los descargosde la empresa ALOESA,presentados en el marco
del procedimiento sancionador, se centraron casi exclusivamente en la
individualización de responsabilidades, la existencia del "Pre Acuerdo" de
fecha 14 de abril de 2016 nunca fue mencionada; en lugar de ello, la

resa ALDESAúnicamente precisó que había suscrito dos (2) acuerdos
pri dos, tal y como se desprendede los numerales 2 y 4 de los acápites 1y
11d I escrito presentadoel 21 de noviembrede 2016:

"1 ANTECEDENTES • HECHOS

2 El día 03 de marzo de 2016, mi representada susCrIbió con la empresa
MANTENIMIENTO, CONSTRucaÓN y PROYEITOS GENERALESS.A.e, en
adelante MANTTOSAC;un compromisode colaboradón donde se manifestó la
voluntad de ambas empresas de colaborar coniuntamente en la
preParación v oresentadón de la solicitud para la orecalíficación del
provecto, Y en caso resultar Drecalificados preparar v oresentar una
ofelta conjunta, yen casode resultilr ganadoressuscribir el contrato. "

''JI) FUNDAMENTOS DE DERECHO

3. r ..}
De otro lado, el día 02 de Junio de 2016, una vez que ya se habían
estrudurado y obtenido todos los documentos para la propuesta,~
consorcjados suscriben un segundo acuerdo Dara Drecisar ellÚvel de
participadÓn en /05 aPOrtes de documentación que fueron
presentados en /a oferta: otorgando nuevamente base y legitimidad a la
promesa formal de consorcio.En este acuerdo se identificó que documentaclon
fue aportadapor cada uno de los participantes ( ..)".

(el resaltadoy subrayadoes agregado)

Como se puede apreciar en su escrito de descargos prese tado 1~21
noviembre de 2010 (hace poco más de cinco meses), ALOE enc. a un
acuerdo de colaboración del 3 de marzo de 2016 (suscrito ntre os
consorciadosy i que sus firmas hayan sido legalizadas) y afir, a adem~s
que el 2 de' ° suscribieronun "segundo acuerdo"; sin e\::o, b
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señaló que entre el 3 de marzo de 2016 y dicha fecha, se había suscrito el
acuerdo del 14 de abril de 2016 ni que tampoco existía un "tercer acuerdo",

¡j. Asimismo, en la audiencia pública realizada el 14 de marzo de 2017, en
ningún momento se hizo referencia al citado "Pre Acuerdo"; en su lugar, se
señaló lo siguiente respecto a la individualización de responsabilidades:

"(...)antes deloroceso de selección va se había suscrito un acuerdo el
3 de maqo donde se estaba regulando internamente como nos
íbamos a manejar. y ahí pueden ver la cláusula dos y la cláusula quinta
donde se hace referencia a prestadones Que van a ser hechas por cada una de
las partes, aun no identificadas, porque no teníamos al personal propuesto;
desoués de esto se firma la promesa formal de consorcio que se ilDlica

1 inie tode ¡'"6 - n "ti
J. J..- "é ha fa

u :~T1'srn' ':l' r'a o'e

~u~~~~iJ~Ar.,a:da~;~1t~~,,:,I«~bre~f!fl!&dó,,~'"
.. .. -1 del ts aou

De mismo modo, pese a que ia empresa ALDESA había sido Sancionada el
21 de marzo de 2017 por un periodo de treinta y seis (36) meses en sus
d rechos de participar en procesos de selección y contratar con el Estado;

el momento en que' dicha, empresa interpuso. su recurso de
econsideración (el 28 de marzo de 2017), tampoco se: hizo "mención al

referido "Pre Acue'rdo", en lügar de. ello, se señaló lo siguiente respecto al
análisis de responsabilidades:

''Sinperjuicio de lo expuesto, tcJmbiénes importante señalar que el Colegiado,!m
lo que resoecta a la individualización de la resoonsabilidad. limitó el
análisis a la Promesa formal de consorriJl, el único documento que pudo ser
presentado en su oferta puesto que m representada no obtuvo la buena pro,
pero no consideró que acreditan que no se tuvo partidpación en la presentcJción
de un documento supuestamente falso, desvirtuando el Principio de Verdad
Material que este colegiado siempre argumentó al solidtar infonnadón adicional y
disponer pruebas de oficio.

(el resaltado y subrayado es agregado)

¡v. Igualmente, durante la audiencia pública realizada el 11 de abril d
correspondiente al rec}Jrso de reconsideración, la empresa ALDES ampoco
hizo mención al referi o "Pre Acuerdo"; limitándose a señalar lo si uiente e
relación al análisis responsabilidades:
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''( ..) esta reconsideradón, sobre la base del documento de Sechura, lo que
pretende es que no se nos sandone a nosotros y se nos exima de toda
responsabilidad,no solamente porque es muy posible la identlficadón, fuera de
la 30225 es muy posible la identificación de quien ha cometido cada cosa, y
sobre la base de la nueva norma más favorable. se me abre el abanico
de oosibilidades para Queese documento, Queen original el colegiado
no tomÓ en consideradÓn. ahora sí sea considerado, porque ah!
expresamente se dice cualquier documento que tenga fecha derta, y el
documento que nosotros presentamos para precisar quién de las empresas
presentaban determinado personal, ahí si e/arito está legalizado (..,) la decisión
que ha tenido el colegiado nos afecta de sobremanera, y sobre un tema que
nosotros no hemos tenido participación AAr documentos gue están
acreditados en el expediente r por un documento que no fue tomado
en consideración en su momento. y que con la norma más favorable.
ese documento sí PUedeser tomado en consideradÓn (...r.

34. Conf rme se aprecia, pese a que la existencia del "Pre Acuerdo" de fecha 14 de
abril de 2016, resultaba un elemento relevante para la defensa de la empresa
ALD SA (la cual estaba centrada en la individualización de responsabilidades),
de e el inicio del procedimiento sancionador, en ningún extremo de los descargos
d de el 21 de noviembre de 2016, ni en el recurso de reconsideración, o en sus
r spectivas audiencias públicas, se mencionó la existencia de dicho documento,
r lo que resulta cuestionable y puede advertirse una conducta suspicaz por la

oportunidad en que este fue presentado.

35. En razón de lo expuesto, este Tribunal, luego de realizar una valoración conjunta y
razonada tanto de los hechos acontecidos como de la documentación obrante en el
expediente administrativo, no se ha formado convicción respecto del "Pre Acuerdo"
de fecha 14 de abril de 2016, por cuanto dicho documento, a pesar de que data
desde hace un (1) año, nunca fue "anunciado" durante el desarrollo del
procedimiento sancionador ni del recurso de reconsideración ni en sus respectivas
audiencias públicas, habiendo sido convenientemente presentado en el décimo
segundo día del plazo para resolver el recurso de reconsideración.

Adicionalmente, de la lectura de dicho documento, se aprecia q
profesionales aportados por la empresa ALDESA no coincide
aporte de profesionales obrante en la propuesta y en el An
privado del 2 de junio de 2016, específicamente, respecto a I
arqueología y capacitación social.

Sin perjuicio de lo ñ lado, es pertinente mencionar que, si bien los lcances
Decreto Supremo 1~056.2017-EF modificaron el texto del artículo
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Reglamento, generando que se ampliaran los criterios para realizar el análisis de
individualización de responsabilidades,ello no significa que, necesariamente, dicha
individualización deba ser realizada, pues es facultad del Tribunal evaluar dicha
circunstancia al momento de resolver sus procedimientos, así como analizar
conjuntamente los hechosy documentos que se aporten para tal efecto.

Sin perjuicio de lo señalado, el Vocal Herrera Guerra considera que los argumentos
planteados por la empresa ALDESApara individualizar su responsabilidad en el
presente caso, se refieren a conductasactivas u omisivas (aportar documentos a la
propuesta) distintas a las del tipo infractol; materia de, análisis (presentar
documentación falsa). Por. tanto, aun cuando los, instrumentos que. ALDESA
considera que deben ser incluidos para la individualización de responsabilidades,
estos no logran desvirtuar el vínculo de causalidad que existe entre su

ic¡paciónen la presentación de los documentos falsos y la configuración de la
fr ci¡;)nrconforme ~~~.:~eq~lóen 1~~IUciÓ!H~:..c~~d~. ¡..Organismo
hi;lr: bien, mectiaíi.te.escritopiese~tado el-2.'t'~b[il.de i01Z~a:tas'9:ÓDhQtas~la
~~esa ALDESACÓNstRÜ~Clo.NESS.A.SU9!fl?AEDEL~E~9(.rj\t!i[~i'18KR'de ,

I s' r9umentos;ya~expu~os enelpresen~ procedlm!ento. ASimismo,en relaClon
a,l c:omiJ'nleacioneS'del'íngeniero'VíCtOr .Rodnguez.Vargas,se~la'Qüélla doctrina
,ha' establecido que cualquier testigo (en este caso, el ingeniero Rodriguez) tiene
i:l recho a retractarse de su primigenia declaración, por lo que ejerciendo tal
recho dicho ingeniero ha señalado que sí paiticipó en la obra que se cuestiona,.
r lo que no cabe, que el Tribunal realice una valoración ,conjunta de dichas

declaraciones. Igualmente, al!i9a que el argumento del-Tribunal se ve debilitado
cuando el ConsorcioSechúraconfirma haber emitido e:icertificado 'cuestionado.

36.

37.

Sobre lo indicado, tal como se ha señalado en párrafos precedentes, el ingeniero
Rodríguez presentó una primera declaración ante la Entidad, en la que manifestó
de forma categórica que: i) no participó en la obra cuestionada como especialista
ambiental, ii) la experiencia atribuida no le corresponde (precisamente porque no
participó en tal obra) y iii) no tenía conocimiento de la misma. Posteriormente,
presentó una comunicación ante el Tribunal señalandoque había participado en la
obra pero en otro cargo, esto es, como asesor especialista en impacto ambiental,
sin expresar de forma verosímil como así pudo "olvidar" que durante el periodo
aproximado de dos años prestó serviciosa dicho consorcio. Sin perjuicio de ello, se
advierte que no se ha retractado en lo absoluto, de su primera dec ación, ni
tampoco ha justificado el cambio de su versión. En tal sentido, ca resaltar q
este Tribunal se encuentra facultado a valorar de forma conjunt los éhto
probatorios presentados, por lo que pretender que no se va e todos I
elementos probatorios es pretender limitar las facultades del Tribunal, más •
cuando los elementos probatorios obrantes en el expediente están r Idos I
fondo del asunto, no son il Jales, improcedentes ni innecesarios. r tanto, el
Tribunal ha actuado conf ,¡ e a lo dispuesto en el articulo 175 d I TUO de la
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Por otro lado, contrariamente a lo señalado por AlDESA, en torno a la presunta
confirmación del Consorcio 5echura de haber emitido el certificado cuestionado,
tenemos que el representante legal del citado Consorciofue enfático al señalar que
no había emitido ni suscrito el certificado, siendo él mismo el presunto suscriptor
de tal documenta, lo que evidencia, por el contrario una alegación no acorde a la
realidad por parte de la empresaALDESA,

Además, cuestiona que el Tribunal haya requerido información adicional al
bierno Regionalde Piura y al ConsorcioSechura, lo que evidenciaría, según su

pa~ er, que el Tribunal tenía escaso convencimiento de la existencia de la
infr cción y en duda respectode la decisión adoptada en la resolución impugnada.
Sob e ello indica que tanto el ingeniero Víctor RodriguezVargas como el Consorcio
Sec ura han ratificado que el documento cuestionado es verdadero, lo que
im icaríaque se concluya en la inexistenciade responsabilidadadministrativa.

Alega además, que no solo debe resolverse aplicando artículos aislados sino
bloques normativos, indicando que el Colegiado solo se ha centrado en la
interpretación respecto a la individualización de lo que señala el literal i) del
numeral 50.1 del artículo 50 de la ley, lo que contraviene el texto expreso del
artículo 220 del Reglamentovigente, entre los que se establece la posibilidad que
mediante otros documentos se pueda individualizar la responsabilidad, tales como
el documento de fecha y origen cierto. En ese sentido, señala que obra en autos
diversos documentos a través de los cuales se desprende quién era el responsable
de la presentación e introducción del documento falso a la propuesta del
Consorcio.

So re lo indicado, debe señalarse nuevamente que el Tribunal se encuentra
f ultado para solicitar información a personas naturales o jurídicas, públicas o
ivadas, tantas veces lo considere pertinente y necesario, sin perjuicio de contar
n todos los elementos necesarios para emitir pronunciamiento; alegar lo

contrario, es pretender limitar las funcionesde una autoridad administrativa.

26 Articulo 175.- Medios de prueba

conducentes para decidir un procedimiento podrán ser objeto de todos los
o aquellos prohibidos por disposición expresa.

Sobre el particular, resulta pertinente señalar que al resolv el presente
procedimiento ha valorado la informaciónobrante en el expedient conforme 'a los
criterios establecidos en el artículo 220 del Reglamento, Asimi o, en t.9'"nd:a
análisis del documento de fecha cierta, no señala claramente a q é doc en e

Los hechos invocados o que e
medios de prueba necesario s
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refiere, sin perjuicio de ello, debe atenderse a lo ya analizado en párrafos
precedentes.

Finalmente, en torno a la aplicación de la retroactividad benigna para el análisis dei
documento denominado "acuerdo privado del 14 de abril del 2016", debe
atenderse al pronunciamiento emitido por el Colegiado en los párrafos
precedentes.

38. De otro lado, en torno a los escritos sIn del 24 de abril de 2017, presentados a las
9:57 horas y 11:17 horas, en la misma fecha al Tribunal, en el cual se requiere que
las VocalesPaolaSaavedraAlburqueque y MarielaSifuentes Huamánmantengan el
criterio que han venido exponiendo respecto a la individualización de
responsabilidadesen proveedores consorciados,citando para tal efecto lo resuelto
en la Resoluciones N° 2222-2016,TCE-S3 y N° 2380.2016-TCE-S4,
respectivamente¡ debe indicarse que lo resuelto en ambas resoluciones se sujetó
estrictamente a la información obrante en la promesa formal de consorcio que
fueron analizadas en dichos casos y que permitieron realizar tal individualización,
sit ción que no se presentó al analizar los hechos"que fueron expuestos en la
re o ción recurrida. : :

T m ¡én.;se'lnyoca"~~Jos. citad~:'~ltOs-' que ..f~d~eri~as r.gan~ll1~liqu'Em la
r' ti ' Ctividadb~_nigna"eft.elp':E!~ñtecaso, (~it!par~, el caSo &e;lcfVOca¡¡Sifuéntes
la olución f'JJ!275&-2pf6~Tq;:~~3).Sobre éJ.ló;'es;Pertin~nt~.~~iffif;fJu!Ji~º:~olo

CC!ISjfu~Dtes'Jnteg~~ndo1it:,saliJ. J y,,:la V~I"Saavedta Int~ranab'-ia Sara4, .
. 'todas laS' SalaSúdelio:'Tribuñaf'aPliéaii l'a':-retrOáctividadCber1l9naC'fuandose
entan los supuestos para hacerlo. No obstante,: debe precisarse que el

pr sente expediente se inició bajo el amparo de la Ley N° 30225 Y su Reglamento,
r lo que no resultó necesario aplicar en la resolución recurrida la retroactividad
.nigna. -" ~ .

39. Adicionalmente, respecto al escrito sIn del 24 de abril de 2017, presentado a las
15:04pm, la empresa AlDESA señala que la Resolución N° 353-2017-TCE.S2 ha
vulnerado el principio de legalidad establecido en el numeral 230.1 del artículo de
la ley N° 27444, pues se señala un supuesto incumplimiento al deber de
comprobar la autenticidad de la documentación presentada; y, al respecto,
sostiene que el deber de diligencia no forma parte del tipo infractor, por lo que el
incumplimiento de dicho deber, no constituye causal para imponerle san .' y no
se puede extender la descripciónde la conducta punible prevista ca Infracción

Sobre el particular, es necesario recordar que la conducta infractora .!!Jater~ -
procedimiento administrativo sancionador que generó la Resol~ 3! 014
STC-S2 (la recurrida) se encuentra tipificada en el literal i) del nume 50.1 d
artículo 50 de la ley, y se ,r, ontraba referida a la presentación de document
falsos o adulterados, lo qu significa imputar la falsificación en sí a quél que I
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elaboró, puesto que las normas sancionan el hecho de la presentación27 del
documento falso o adulterado en sí mismo, no la autoría o participación en la
falsificación o adulteración de aquél, obligando a Jos proveedores, postores y
contratistas a ser diligentes en cuanto a la veracidad de los documentos
presentados.

En tal sentido, cabe precisar que este Colegiado, no ha "extendido" el tipo infractor
imputado; pues como se ha señalado en el párrafo anterior, el tipo infractor por el
que se ha sancionado a los integrantes del Consorcio, es claro: presentar
documentos falsos, y es precisamente lo que se ha detectado en el procedimiento
administrativo sancionador, esto es, que presentaron el documento falso como
parte de su propuesta.

ndamiento, de acuerdo con Alejandro Nieto:

'stinción entre autoría y responsabilidad tiene, una explicación
es '(jea en el Derecho Administrativo Sancionador basada en la
estro ura dual de las normas sancionadoras Que, como sabemos, se
des mpone en dos elementos. Pninero está la norma primaria Que
esto'blece un mandato o una prohibición; y luego la norma secundaria
Q tipifica la infracción por incumplimiento de la norma primaria y

tablece la consecuenciade la sanción. Pues bien, estas normas tienen
'dos destinatarios distintos aunque puedan coinCidir -y de ordinario
coinciden- en una misma persona, él autor de la infracción es el Que
realizó lo dispuesto en la norma secundaria; mientras Que el destinatario
de la norma pninaria terminará siendo, en su caso, el resoonsable".Z8
(Subrayado agregado)

Así, a manera de ejemplo, el autor antes citado, señala que "la norma
primaria impone el mandato de establecery conedar aparatos de alarma
en armerías: se dirige, por tanto, a los titulares de ellas; mientras Que la
norma secundaria castiga a los Que no dan cumplimiento a lo dispuesto
en la norma anterior. éste incumpIJinientopuede haber sido realizado por
el encargado o empleado y en tal caso éste será el autor mah i 1,'pero
el responsable será siempre el titular de la armería incluso nQue aya
obrado con diligencia".

Sobre el particular, es importante recordar que en la reculTida, en el acápite de naturale d la
infracción, se señaló que uno de los principios que rige la potestad sandonadora de este Tribun es el e
tipiddad, previsto en el numeral 4 del artículo 246 del TUO de la ley N° 27444, Ley del Pr ¡mien
Administrativo General, en virtud del cual solo constituyen conductas sancionables administrati amente la
infracciones previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación co O tales, sin
admitir interpretadón exte j o analogía.

lSNIETOAlejandro. En: "Der Administrativo 5andonador" Editorial Tecnos2005. Pág.464

"
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Lo señalado, corrobora que los proveedores sean diligentes en cuanto a la
verificación de la autenticidad, veracidad y fidelidad de los documentos y de la
información que presentan ante las entidades¡ lo que, por lo demás, constituye
una obligación que forma parte de sus deberes como administrados y le da
contenido al principio licitud que rigen sus actuacionescon la Administración.

40.

En consecuencia, dado que todo administrado es responsable de la veracidad de
los documentos presentados ante la Entidad, el argumento esgrimido por la
empresa ALDESAintegrante del Consorcio, respecto a que en la imputación deL
documento falso sería una "extensión del tipo infractor",. no resulta amparable,
más aun cuando en la recurr.idase ha analizado de forma detallada la acreditación
d I falsedad del documentó y la responsabilidadconjunta de los integrantes del
~ ~. ~

nalm n'te,:~ettiante ..esi:rito ~/n'resentaao =e!'2~de'abr¡1:de<¥8ftf~rs~37~m, el .
s fior' osé. AndJéS:~:A~llán-"LÓ~". 'puso de etiflofiiTl¡.ent01qtiel;el::ingenie~(j'~lian
, . ~ .e Saraz~(le ~a~~u.~~Ca~o que ~u.fuñ,:iéU1umvitaeL~~R~~~l(lRrB~~cado

y q su US9 no habla.Sldo,autonzaoopi COnsorooSanta ClaraSur~,,' ., '",_o .' _ .. ~. "'" .'1 delEstado.

~espectrJ, conside:a~~oque ya e~iste un acto admini:trativoso~r~la Comisión
la infracción por la presentación de documentación falsa, conducta que está

siendo denunciada nuevamente, y sobre la cual ya se ha'emitido pronunciamiento
al resP.€Q:o,.no corresPQndeamp'llar cargos en este estadía,.no.siendo además un'
eleme~to qu'e permita reve'rtir la decislon adoptada en la resolución recurrida, por
lo que esta resulta plenamente válida.

Sobre el particular, cabe indicar que la conducta descrita constituye un ilícito penal
que debe ser investigado por las autoridades competentes, En tal sentido, en
virtud a lo dispuesto en el articulo 229 del Reglamento, corresponde remitir copia
de los folios 1665 al 1669 del expediente administrativo, así como copia de la
presente resolución al Ministerio Público - distrito fiscal de Uma para que en
mérito a sus atribuciones realice las accionesque estime pertinentes.

41. En consecuencia, atendiendo a que en los recursos de reconsiderióññ'C.i"se
aportaron elementos de juicio suficientes que resten eficacia a a resolució
recurrida, y que no se desvirtuaron los elementos por los cuales lo Integra
consorcio fueron sancionados, corresponde declarar infundad recurso
interpuestos y, por su efecto, confirmar en todos sus extremos la Resoluci'
0353-2017-TCE-S2del 21 de marzo de 2017, debiendo disponer que la creta a
del Tribunal registre la san ión en el módulo informático correspo iente y la
ejecución de las garantía p sentadas.
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42. Finalmente, si bien este Colegiado garantiza el derecho a la defensa de los
administrados, no puede dejar de mencionar la conducta procesal de la
consorciada ALDESA, quien en el día décimo quinto (día del vencimiento para
emitir pronunciamiento) ha ingresado escritos a las 9:06am, 9:57am, 11:17am y
15:04pm, con diversas alegaciones que han sido abordadas en la presente
resolución y que han generado la dilación en el tiempo de la emisión del presente
pronunciamiento.

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal ponente Jorge
Luis Herrera Guerra y la intervención de los Vocales Mariela Sifuentes Huamán y Paola
Saavedra Alburqueque, atendiendo a lo dispuesto en la Resolución NO 498-2016-
OSCE{PRE del 29 de diciembre de 2016, y en ejercicio de las facultades conferidas en el
articulo 59 de la Ley NO 30225, Ley de COntrataciones del Estado, modificada por el
Decreto Legislativo N° 1341 Y los artículos 20 y 21 del Reglamento de Organización y
Funciones del OSCE, aprobado por Decreto Supremo NO076-2016.EF del 7 de abril de
2016, a alizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por
unani I d;

LA S LA RESUELVE:

1. D larar INFUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la empresa
A DESA CONSTRUCOONES SA SUCURSAL EN PERU, con RUC N° 20548838461,

ntra la Resolución NO0323-2017-TCE-S2 del 21 de marzo de 2017, que dispuso
mponerle sanción administrativa de treinta y seis (36) meses de inhabilitación
temporal en su derecho de participar en procesos de selección y contratar con el
Estado, por la comisión de la infracción tipificada en el literal i) del numeral 50.1
del artículo 50 de la Ley N° 30225, la cual se confirma en todos sus extremos.

2. Ejecutar la garantía presentada por la empresa ALDESA CONSTRUCCIONES SA
SUCURSALEN PERU, con RUC NO20548838461, por la interposición del recurso de
reconsideración contra la Resolución NO 353-2017.TCE-S2 del 21 de marzo de
2017.

3. Declarar INFUNDADO el recurso de reconsideración interpuesto por la R:resa
MANT.CONST.Y PROYECTOSGRALES S.A.C., con RUC N° 2010675841 , cont?a..la
Resolución NO0323-2017-TCE-S2 del 21 de marzo de 2017, que disp, so imP9ner~
sanción administrativa de treinta y seis (36) meses de inhabilitación em al en su
derecho de participar en procesos de selección y contratar con do, por I
comisión de la infracción tipificada en el literal i) del numeral 50.1 del artícul O
de la Ley N° 30225, la cual se confirma en todos sus extremos.

4. Ejecutar la garantía
GRALES S.A.C., con

r sentada por la empresa MANT.CONST.Y PR YECfOS
NO 20106758477, por la interposición del re rso de
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reconsideración contra la Resolución NO 353-2017-TCE-S2 del 21 de marzo de
2017.

5. Poner la presente Resolución en conocimiento de la Secretaría del Tribunal para
que registre la sanción en el módulo informático correspondiente.

6. Poner la presente Resolución en conocimiento del Ministerio Público - Distrito
Fiscal de Lima para en mérito a sus atribuciones realice las acciones que estime
pertinentes.

"
Dar POr agotada la ~ía 'ad¡;'¡nistrativa.7.

'~¡';::¡'~;I;:.,t~"..' ". .
~ ~

VO L

ss.
Sifuentes Huamán.
Saavedra Alburqueque.
Herrera Guerra.

"Firmado en dos (2) juegos originales, en virtud del Memorando N° 687-2012{TCE, del 03.10.12"
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